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La presente tesis reafirma lo expresado en la Constitución de 1993: todos 
los funcionarios y trabajadores públicos están al servicio de la Nación 
empezando por el Presidente de la República quien tiene la más alta jerarquía 
en el servicio a la Nación. Estos trabajadores deben servir a ese objetivo: la 
actividad del Estado, en orden a la atención de los intereses del país y de la 
población. En el Estado Constitucional y Democrático, el servicio público, y los 
sistemas de servicio civil, son piedra angular de los sistemas políticos 
democráticos, porque constituyen uno de los pilares de la comunicación entre 
los gobernantes y gobernados: el servicio público es el puente que comunica a 
los ciudadanos con el gobierno; es el vehículo para asegurar que las 
respuestas gubernamentales sean eficaces; es coadyuvante de la legitimidad 
democrática en los aspectos de legitimidad, civilidad, participación, logro del 
bienestar y las formas de cooperación social.  
Precisamos, asimismo, que en la aplicación de la nueva Ley del Servicio 
Civil, no se puede aplicar principios, normas o reglas específicos de otros 
regímenes como los del Decreto Legislativo Nº 276, Decreto Legislativo Nº 728, 
Decreto Legislativo Nº 1057 y entre otros, ni de las carreras especiales, salvo 
remisión expresa prevista en la Ley y su reglamento. El Servicio civil 
comprende a todos los servidores civiles que brindan servicios en toda entidad 
del Estado independientemente de su nivel de gobierno y del régimen en el que 
se encuentran. 
De acuerdo a la nueva Ley, el servicio civil se basa en el mérito. El 
mérito busca que los puestos del servicio civil sean ocupados por las personas 
idóneas, en virtud de sus habilidades, aptitudes y capacidades. En 
consecuencia, el mérito es el fundamento en los procesos de selección, 
progresión en la carrera y evaluación de desempeño, así como en la gestión de 
la capacitación, gestión del rendimiento y la permanencia en el servicio civil. El 
mérito en evaluación se demuestra en función de los aportes del servidor a los 
objetivos de la entidad.  
          Asimismo, la nueva Ley, el servicio civil se basa en la igualdad de 





servidores, implica que, en mérito de ello, cualquier  persona interesada en un 
puesto en una entidad pública en el caso de la incorporación y cualquier 
servidor civil de carrera, en el caso de la progresión, puede postular en 
igualdad de condiciones en los procesos de selección, siempre que cumpla con 
las condiciones generales para la postulación y los requisitos del perfil del 
puesto vacante. El servicio civil se orienta, a través de la aplicación de las 
mejores prácticas y mejora continua en los procesos de cada entidad, a la 
obtención de los resultados y metas programados que redunden en la mejora 
de la calidad de las actividades, acciones y servicios del Estado que 
corresponden a la ciudadanía. Es decir, se requiere un servicio civil eficaz, 
eficiente y competitivo. 
Como consecuencia de todo el análisis de la nueva Ley 30057, 
sugerimos que es necesario fortalecer el sistema de recursos humaos en el 
Sector Público, resulta fundamental para la modernización de a gestión pública, 
pues una adecuada planificación, selección y gestión repercute 
considerablemente en la atención del principal cliente de la Administración 
Pública, los administradores. Esto en consideración a que el servicio civil, 
representa una valiosa oportunidad para ordenar el sistema de los recursos 
humanos en el ámbito público. No obstante ello, es obligación del Estado 
establecer los controles necesarios que garanticen eliminar el abuso o 



















              This thesis reaffirms expressed in the constitution of 1993, all public 
officials and workers are at the service of the nation starting with the President 
of the Republic who has the highest rank in the service of the nation. These 
workers should serve this purpose: the activity of the State, in order to care of 
the interests of the country and Population. In the Constitutional and Democratic 
State, public service and civil service systems, are the cornerstone of 
democratic political systems, because they constitute one of the pillars of the 
community between rulers and ruled: the public service on the bridge that 
connects citizens with the government; is the vehicle to ensure that government 
responses to be effective; in aid of democratic legitimacy in the aspects of 
legitimacy, civility, participation, achievement of welfare and forms of social 
cooperation. 
          We need also in the implementation of the new Civil Service Law, can not 
be applied principles, rules or specific rules of other regimes like those of 
Legislative Decree Nª 276, Legislative Decree Nª 728, Legislative Decree Nª 
1057 and among others, or special races, except express reference under the 
Act and its regulations. The civil service includes all civil services that provide 
services throughout the State entity regardless of their level of government and 
the regime in which they find themselves. 
          According to the new law, the civil service is based on merit. The credit 
seeks to civil service positions are filled by the right people, by virtue of their 
skills, aptitudes and abilities. Consequently, the credit fundamentals in the 
selection processes, career progression and performance evaluation, as well as 
training management, performance management and retention in the civil 
service. The merit evaluation is demonstrated on the basis of contributions from 
the server to the objectives of the entity. 
          In addition, the new law, the civil service is based on equal opportunities. 
This is essential for the incorporation and progression of servers, it implies that, 
in recognition of this, anyone interested in a position in the public entity in the 
case of incorporation and any civil servant career, in the case of progression, 
you can apply on an equal footing in the selection process, provided they meet 
the general conditions for the application and the requirements of the vacancy 
profile. The civil service is geared, through the application of best practices and 
continuous improvement in the processes of each entity, obtaining results and 
scheduled goals that result in improving the quality of the activities, actions and 
services State corresponding to the public. That is, an effective, efficient and 
competitive civil service is required. 
          As a result of analysis of the new Law 30057, we suggest that it is 
necessary to strengthen the system of human resources in the public sector, it 
is essential to the modernization of public administration, for proper planning, 
selection and management has a significant impact on care the main customer 
of Public Administration, managers. This considering that civil service 
represents a valuable opportunity to order the system of human resources in 
the public domain. Nevertheless, it is the obligation of the State to establish the 
necessary controls to ensure eliminate abuse or other than own technical and 







El trabajo de investigación que contiene la presente tesis titulada: 
Ejercicio de la función pública desde la perspectiva constitucional y las 
innovaciones de la Ley Nº 30057 o del Servicio Civil, que ponemos del 
Jurado y la comunidad académica, constituye un análisis crítico de las 
bondades y aspectos que consideramos deben ser observados jurídicamente, 
pues, no existe ninguna norma que sea perfecta y sea del aprecio de todos, en 
este caso de los servidores públicos en el Perú.  
Como prescribe nuestro ordenamiento jurídico, la función pública es una 
actividad y obligación a cargo del Estado, por disposición de los ciudadanos, 
sus supremos mandantes, para atender determinados requerimientos sociales 
o servicios públicos. Se la debe confiar a funcionarios y otros trabajadores bajo 
ciertas condiciones de eficiencia, honestidad, imparcialidad y dedicación, y en 
número estrictamente proporcional a la cobertura de sus obligaciones, que son 
la razón de ser de la carrera administrativa.  
El Estado se encuentra obligado a organizar los servicios públicos, 
cualesquiera que sean, para suministrarlos con eficiencia, oportunidad y 
celeridad, según las reglas de la Constitución, lo que implica el ejercicio de los 
poderes de dirección y control sobre el personal, como en cualquier otro 
empleo subordinado. En el nivel más elevado del Estado, gravita el poder 
político de origen electivo, al que corresponde trazar los lineamientos de la 
función pública, su planeamiento y dirección.  
        En ese sentido, la presente tesis está relacionada al ejercicio de la función 





30057 o Ley de Servicio Civil. Del examen de los 98 artículos y 28 
disposiciones adicionales de la reciente Ley Nº 30057 del Servicio Civil del 
Estado se tiene varias constataciones: Se tendrá que convivir con los 
regímenes de los Decretos Legislativos Nºs 276 de 1984, 728 de 1991 y 1057 
de 2008 durante seis años después de los 180 días de entrar en vigencia su 
reglamento, y de manera permanente con los regímenes de las carreras 
especiales y de numerosas entidades excluidas.  
En seguida, atrae la atención que la Ley comprenda también el Presidente 
de la República, a los ministros, congresistas, vocales del Poder Judicial y otros 
titulares de altos cargos del Gobierno Central y de los órganos autónomos, 
para excluirlos luego, discretamente, de la mayor parte de normas 
concernientes a los servidores de carrera, y conferirles, a continuación, el 
derecho de acceder a “los recursos de la entidad por su defensa en procesos 
judiciales, administrativos, constitucionales, arbitrales, investigaciones 
congresales y policiales, ya sea por omisiones, actos o decisiones adoptadas o 
ejecutadas en el ejercicio de sus funciones”.  
Dentro lado, el funcionamiento de la Administración pública depende, 
además, de una política de trato formativo y motivador compuesta por los 
siguientes factores: un liderazgo promotor, orientado a la solución de 
problemas y no a crearlos; un nivel de remuneraciones y complementos 
remunerativos adecuado a la satisfacción de las necesidades de los servidores 
públicos (ni la sociedad ni el Estado deben aprovecharse pagándoles menos de 
lo que cuesta su fuerza laboral); el respeto de sus derechos laborales: 
estabilidad en el trabajo, jornada y semana de trabajo limitadas, descansos 





Ahora bien, como es de esperarse, la LSC ha generado mucha resistencia 
en el Sector Público, por cuanto genera incertidumbre sobre los derechos 
ganados por los trabajadores de planilla, el goce de las libertades sindicales y 
su estabilidad laboral ante un eminente proceso de evaluación constante. En 
esencia, todas estas incertidumbres pueden ser superadas si la 
implementación de este nuevo diseño de gestión del recurso humano se realiza 
con transparencia, o la rigurosidad y responsabilidad técnica necesaria, caso 
contrario siempre existirá el riesgo que el proyecto enrumbado se vea 
distorsionado.  
Si bien esta norma es una gran oportunidad para incorporar al sistema del 
servicio civil a los trabajadores CAS y brindar mejores oportunidades para los 
trabajadores del régimen 276; para el caso de los trabajadores del régimen 
728, el cual considero es el más atractivo en el Sector Público, aparentemente, 
las condiciones establecidas en la LSC no tendría significativas mejoras 
considerando los beneficios actuales con las que gozan. En todo caso, este 
debe ser un elemento de evaluación durante la implementación del proyecto en 
curso.  
Con posterioridad a la aprobación de la norma sustantiva, con fecha 13 de 
junio de 2013, se publicó el Decreto Supremo Nº 040-2014 –PCM que aprueba 
el RLSC, dispositivo legal que precisa el funcionamiento del nuevo sistema 
administrativo de gestión de recursos humanos en el Sector Público, cuya 
rectoría se encuentra a cargo de la Autoridad Nacional del Servicio Civil 
(Servir), la cual tiene entre sus principales funciones las relacionadas a la 
formulación de políticas y al desarrollo de actividades normativas, supervisoras, 





Según apreciamos, estos subsistemas conforman una cadena de 
procesos que considera desde el momento de la planificación de las 
necesidades de personal hasta el tratamiento de los derechos y seguridades de 
los trabajadores del Sector Público. Por ende, para que el sistema funciones, 
es evidente que los componentes de esta cadena deben conservar y anticuarse 
eficientemente, ya que de cada sub sistema depende la estabilidad de los 
demás. 
Otro aspecto a resaltar es el énfasis a la capacitación del servicio final, ya 
que esta resulta fundamental para potenciar o mejorar las capacidades del 
recurso humano, lo cual evidentemente repercute en la mejora del servicio, y 
representa un incentivo para los trabajadores del Estado. Para tal efecto, es 
necesario que esta capacitación tenga una lógica de sostenibilidad y no recaiga 
en el facilismo de convertirse en programas aislados cuyo impacto en la gestión 
se reduce considerablemente, la opción es construir programas y procesos de 
capacitación para la construcción de conocimientos y desarrollo de 
capacidades.  
Adicionalmente a lo expuesto, fijar como principio del sistema la 
meritocracia, exige establecer mecanismos para que los trabajadores que se 
preocupan por su formación personal y profesional y que asumen el 
compromiso de cooperar en el cumplimiento de los objetivos y metas 
institucionales tengan la oportunidad de crecer en el sistema pública, 
obteniendo mejores beneficios para su satisfacción personal y de su familia, lo 
cual resulta fundamental para construir un clima laboral adecuado y óptimo.  
De igual modo, el enfocarse en el mérito debería conseguir que los 





capacidades, experiencia y formación profesional. Para ello, es necesario que 
se implementen los mecanismos necesarios para garantizar que los procesos 
de selección de personal no tengan atisbos políticos o estén diseccionados 
hacia determinadas personas, sino que generen oportunidades para la 
incorporación de recursos humanos de amplias competencias.  
Por lo demás, la ley comprende el reconocimiento de derechos y 
seguridad de los trabajadores. Este tema es uno de los más delicados por 
cuanto su contenido tiene que estar alineado con los preceptos constitucionales 
que reconocen los derechos y garantías de todos los trabajadores. A nuestro 
entender, no existe una flexibilidad significativa de dichos derechos, pues ellos 
deben convivir en un marco de compromiso del trabajador con las labores que 
ejecuta. En todo caso, es obligación del Estado diseñar los controles 
pertinentes a efectos que los trabajadores no sean sujeto de abusos o tratos 
inadecuados.  
En lo particular, consideramos que el sistema del servicio civil está 
construido sobre la base de un esquema que busca ordenar y unificar la 
pluralidad de sistemas laborales en el Perú, así como estandarizar derechos, 
tratamientos y seguridades en paralelo con exigencias de calidad, compromiso 
y desarrollo personal de los servidores del Estado. Con ello, se establece un 
nuevo cimiento para la modernización de la gestión pública, ya que el Estado 
se expresa a través de las personas que prestan servicio en sus instituciones, 
por lo que una adecuada valoración del recurso humano puede conducir o 












CONTENIDO DEL PROCESO METODOLÓGICO 
DE LA INVESTIGACIÓN 
1. EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
En problema de la investigación1 lo exponemos de la siguiente 
forma: El presidente de la República, ha promulgado ha promulgado la Ley 
del Servicio Civil nº 30057 (04/07/13). La aprobación de esta reforma del 
servicio civil se realizó dentro un clima de violencia social propiciado por los 
sectores laborales públicos que se oponían a dicha norma alegando que 
afecta derechos laborales importantes ya vigentes desde hace varias 
décadas. Por su parte, el gobierno central y los legisladores oficialistas 
afirmaban que la Ley de Servicio Civil es una reforma necesaria para el 
sector público que permitirá reordenar el aparato estatal y aplicar la 
                                                 
1 El problema de investigación, se la puede definir como una cuestión o un punto controvertible, 
difícil de resolver, que permite dos o más hipótesis para llegar a soluciones, pero que exige 
seleccionar una de ellas de manera rigurosa y metódica. Los problemas jurídicos están 
vinculados a conflictos en cualquiera de los círculos de la vida social, económica, política, 
cultural, etc. En el ámbito del Derecho, para resolver un problema no hay una sola respuesta 
apodíctica, totalmente cierta. En el  Derecho, el razonamiento es tópico, es decir, discute de 
manera dialéctica sobre diferentes puntos de vista verosímiles o probables. Lo probable es lo 
verosímil, aquello sobre lo cual hay razones para creer que sucedió, pero no hay certeza total. 







meritocracia y la progresividad en el sector laboral en busca de una mayor 
eficacia, eficiencia y competitividad. 
Desde nuestro punto de vista, consideramos que se hace necesario 
una reforma de esta naturaleza, con las correcciones y perfecciones del 
caso, ya que ha existido experiencias negativas en años anteriores, siendo 
la  última la de los años 2005-2006, en la que se pretendió hacer la reforma 
bajo las reglas de la Ley 28175, Ley Marco del Empleo Público, que 
fracasó debido al cambio de criterio de los legisladores del partido político 
que ganó las elecciones presidenciales del año 2006.  Es decir, que los 
cambios en el régimen del sector público, ha estado casi siempre al interés 
particular de los gobiernos de turno. 
Las personas entendidas en la materia y la población en general 
considera positiva la ley de reciente data. Así, por ejemplo, un estudio de 
una empresa encuestadora (IPSOS PERÚ)  reveló que el 91 % de la 
población está de acuerdo con que los servidores públicos asciendan 
según sus méritos y desempeño y un 74% está a favor de que puedan ser 
despedidos luego de desaprobar dos evaluaciones consecutivas. Si 
hacemos las mismas encuestas a los trabajadores involucrados con la Ley 
en cuestión, con seguridad, que los resultados serán adversos, es decir, 
contrario al espíritu de la Ley. 
En la opinión pública y especialistas de la materia considera que 
existen necesidad de uniformizar el régimen laboral en los más de un millón 
cuatrocientos mil personas que trabajan en el sector público. No obstante, 
somos claros en señalar que los alcances de la norma son más modestos 





aplicará a quienes se encuentran en regímenes laborales especiales: 
profesores, médicos, policías, trabajadores judiciales o penitenciarios, 
Congreso de la República, Banco Central de Reserva, SUNAT, 
Superintendencia de Banca y Seguros, Contraloría General de la 
República, entre otros. 
Asimismo, La Ley Nº 30057 tendrá que convivir con los regímenes 
de los Decretos Legislativos Nº 276 de 1984, Nº 728 de 1991 y Nº 1057 de 
2008 durante seis años después de los 180 días de entrar en vigencia su 
reglamento, y de manera permanente con los regímenes de las carreras 
especiales y de numerosas entidades excluidas. Es decir, tendrá que 
convivir con una pluralidad de regímenes caracterizado por la 
discriminación de trabajadores existentes en el sector público, unos con 
sueldos de hambre y otros con sueldos privilegiados. 
De otro lado, se estima que la reforma podría comprender 
potencialmente a un máximo de 560 mil  trabajadores, de los cuales el 44% 
se encuentra en el régimen del CAS (a quienes sí se aplicará la Ley), el 40 
% en el régimen del Decreto Legislativo Nº 276, y el 16 % en el Decreto 
Legislativo Nº 728. Decimos potencialmente, porque habrá que ver los 
incentivos que podría generarse para que los trabajadores de los dos 
últimos regímenes antes mencionados decidan voluntariamente emigrar al 
servicio civil, pues, conforme a la Cuarta Disposición Complementaria 
Transitoria de la norma, los servidores bajo dichos regímenes podrán optar 
por mantenerse en estos o trasladarse voluntariamente al servicio civil, 





Sin embargo, existen diversos retos que deberán asumir quienes se 
encuentren a cargo de los procesos de implementación y la reglamentación 
de la Ley Nº 30057. Uno de ellos es evitar que se sobredimensione la 
planilla pública. Según algunos reportes en los últimos meses diversas 
entidades públicas han incrementado el número de sus trabajadores, 
principalmente a través del CAS, sin que ello signifique una mejora de la 
prestación de los servicios públicos o en una eficiente administración 
pública. 
Con la propuesta de la presente investigación pretendemos analizar, en 
primer lugar, los dos puntos de vista controversiales que se plantearon al 
momento de formular el Proyecto por el Poder Ejecutivo y, el punto de vista 
de los Congresistas de oposición y los gremios sindicales del sector público. 
En segundo lugar, es necesario resaltar los puntos beneficiosos que desde 
nuestra óptica contiene la Ley para la Administración Pública y los puntos 
críticos respecto al Derecho Laboral. En tercer lugar, los cambios drásticos 
en la carrera administrativa y la posición de la Constitución Política y la OIT 
respecto a la Ley 30057. 
1.2  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El planteamiento del problema2 se la exponemos en los siguientes 
interrogantes: 
A) INTERROGANTE PRINCIPAL 
                                                 
2 Desde el punto de vista metodológico, el problema de investigación es simbolizado a través 
de interrogantes planteados acerca de hechos o fenómenos concretos cuyo conocimiento aún 
no ha sido aclarado y requieren solución. Se formulan a partir de una duda respecto del 
conocimiento general y específico, frente a la dificultad que no poder resolver de manera 
automática, con la sola acción del razonamiento o los reflejos instintivos, sino que exigen ser 







¿Cómo se ejerce la función pública desde la perspectiva constitucional y 
cuáles son las innovaciones que contiene la nueva Ley Nº 30057 o Ley 
del Servicio Civil promulgado por el presidente de la República y 
actualmente en plena vigencia? 
B) INTERROGANTES SECUNDARIAS 
¿Cuáles son las innovaciones positivas, desde la perspectiva del Derecho 
Laboral de la Ley del Servicio Civil o Ley Nº 30057? 
¿Por qué los trabajadores y gremios sindicales del sector público 
rechazan la Ley del Servicio Civil? 
1.3 JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
Para que sea relevante la investigación ella debe justificarse jurídicamente, 
en este caso, la presente consideramos que es importante por los siguientes 
aspectos: 
a) Consideramos pertinente el desarrollo de la presente tesis, por 
cuanto, el problema de la administración pública siempre ha estado 
en crisis y ningún gobierno ni norma legal la ha resuelto 
satisfactoriamente. 
b) Como debiera ser, en el sector público, es necesario la vigencia de 
un solo régimen para todos los trabajadores que dependen del 
erario nacional, sin embargo, la Ley Nº 30057, aun persiste en 
regular tan solamente a un sector de servidores públicos. 
c) Es necesario institucionalizar los derechos laborales racionales y 
equilibrados, propugnando una profesionalización y calificación de 





d) Con la Ley  Nº 30057, se pretende una reforma integral del régimen 
de empleo público dentro la orientación de modernizar el Estado 
para su adaptación a una moderna administración pública propia 
del siglo XXI que sea eficiente y eficaz. 
e) De otro lado, consideramos que la Ley materia de análisis, tiene 
aspectos positivos y negativos. Sin embargo, consideramos que 
toda ley es perfectible por lo que la presente investigación 
propondrá mejoras en la normatividad recientemente promulgada. 
1.4 OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
Desde el punto de vista de la metodología científica, precisa plantearse 
determinados objetivos3. 
1.4.1. Objetivo general 
ANALIZAR qué es y cuál es la concepción que se tiene sobre el ejercicio de 
la función pública desde la perspectiva de la Constitución de 1993 y cuáles 
son las innovaciones que contiene la nueva Ley Nº 30057 o Ley del Servicio 
Civil recientemente promulgado por el presidente de la República. 
1.4.2. Objetivos específicos 
DESCRIBIR y FUNDAMENTAR  de cuáles son las innovaciones positivas y 
negativas que plantea la Ley del Servicio Civil o Nº 30057, desde la 
perspectiva del Derecho Laboral. 
                                                 
3 Un objetivo, es el enunciado que se pretende alcanzar o, la aspiración que orienta la acción 
ordenada para su consecución. Es expresado con precisión para evitar desviaciones en el 
proceso de investigación. Los objetivos determinarán las estrategias y procedimientos 






PERCIBIR con sentido crítico y analítico del por qué los trabajadores y 
gremios sindicales del sector público rechazan la Ley del Servicio Civil o Ley 
Nº 30057. 
1.5. HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN 
Toda investigación debe plantear de determinadas hipótesis4 que sean 
pasibles de comprobación o no en la secuela de la misma. Para el caso nos 
planteamos provisionalmente las siguientes hipótesis: 
A) HIPÓTESIS GENERAL 
Existen vacíos conceptuales y jurídicos respecto a qué es y cuál es la 
comprensión del ejercicio de la función pública desde la perspectiva 
constitucional y cuáles son las innovaciones que contiene la nueva Ley Nº 
30057 o Ley del Servicio Civil recientemente promulgado por el presidente 
de la República. 
B) HIPÓTESIS ESPECÍFICAS 
Primera Hipótesis específica: 
La Ley del Servicio Civil o Ley Nº 30057, contienen innovaciones positivas 
y negativas desde la perspectiva del Derecho Laboral. 
Segunda hipótesis específica: 
                                                 
4 Sobre la hipótesis existen diversas acepciones comunes, Así por ejemplo, MIXÁN MASS 
manifiesta “la hipótesis jurídica tiene un contenido de naturaleza predominantemente fáctica 
(referida a actos, hechos, fenómenos, situaciones, relaciones) y sólo eventualmente puede 
incidir algo de carácter jurídico. Es eminentemente predictivo”. LADRÓN DE GUEVARA, define: 
“Hipótesis es una proposición enunciada para responder tentativamente a un problema. 
Proposición es un conjunto de palabras que expresan un sujeto y sus atributos gramaticales, 
relacionados entre sí por un verbo. El adverbio tentativamente dice que proponemos la 
respuesta sin saber aún si las observaciones, hechos o datos, la comprobación o la refutación”. 
HERNÁNDEZ SAMPIERI y coautores, indican: “Las hipótesis pueden definirse como 







Existen razones jurídicas y experienciales del por qué los trabajadores y 
gremios sindicales del sector público rechazan la Ley del Servicio Civil o 
Ley Nº 30057. 
C) VARIABLES DE LA PRESENTE INVESTIGACIÓN 
En la presente investigación se trabajó con las siguientes variables de 
carácter correlacional: 
1) Constitución Política. 
2) Función Pública. 
3) Servicio Civil. 
4) Ley Nº 30057 
5) Innovaciones positivas y negativas de la Ley 
6) Gremios sindicales públicos. 
1.6.  METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN  
1.6.1. Método 
En la presente investigación, hemos aplicado el método descriptivo-
explicativo, también en análisis y síntesis. Los métodos aplicados a la 
presente investigación se sujetan al tipo de investigación mixta, pues, 
aplicamos el diseño cualitativo en el análisis y el diseño cuantitativo en la 
exposición de los resultados. 
1.6.2. Técnicas 
Las técnicas más apropiada en la investigación jurídica es la documental, 
por consiguiente, se ha priorizado dicha técnica. 
1.6.3. Fuentes de investigación  
Las fuentes de información de carácter documental estuvo compuesto por 





el ejercicio de la función pública. Para ello recurriremos a las fuentes 
primarias que están constituidas por las la percepción de los especialistas 
frente la Nueva Ley del Servicio Civil.  
1.6.4. Ámbito 
Por ser el objeto de investigación la Ley del Servicio Civil o Ley Nº 30057  
el ámbito es de carácter nacional, sin embargo, el análisis de la 
percepción de los especialistas será de carácter regional. 
1.6.5. Tiempo 
El tiempo tiene carácter longitudinal y abarca el año 2014 - 2015. 
1.7.  MARCO CONCEPTUAL 
1.7.1. Función Pública 
La función pública es una actividad y obligación a cargo del Estado, por 
disposición de los ciudadanos, sus supremos mandantes, para atender 
determinados requerimientos sociales o servicios públicos. Se la debe 
confiar a funcionarios y otros trabajadores bajo ciertas condiciones de 
eficiencia, honestidad, imparcialidad y dedicación, y en número 
estrictamente proporcional a la cobertura de sus obligaciones, que son la 
razón de ser de la carrera administrativa. 
1.7.2  Servicio Público 
El servicio público es el puente que comunica a los ciudadanos con el 
gobierno; es el vehículo para asegurar que las respuestas gubernamentales 
sean eficaces; es coadyuvante de la legitimidad democrática en los aspectos 





cooperación social5. De este modo, una buena gestión del servicio civil, 
repercute en los siguientes factores de satisfacción ciudadana: 
1.7.3. Mérito 
El mérito busca que los puestos del servicio civil sean ocupados por las 
personas idóneas, en virtud de sus habilidades, aptitudes y capacidades. En 
consecuencia, el mérito es el fundamento en los procesos de selección, 
progresión en la carrera y evaluación de desempeño, así como en la gestión 
de la capacitación, gestión del rendimiento y la permanencia en el servicio 
civil. El mérito en evaluación se demuestra en función de los aportes del 
servidor a los objetivos de la entidad. 
1.7.4. Igualdad de oportunidades  
La igualdad de oportunidades en el servicio civil es esencial para la 
incorporación y progresión de los servidores, implica que, en mérito de ello, 
cualquier  persona interesada en un puesto en una entidad pública en el 
caso de la incorporación y cualquier servidor civil de carrera, en el caso de la 
progresión, puede postular en igualdad de condiciones en los procesos de 
selección, siempre que cumpla con las condiciones generales para la 
postulación y los requisitos del perfil del puesto vacante.  
1.7.5. Responsabilidad administrativa 
Responsabilidad administrativa disciplinaria es aquella que exige el Estado a 
los servidores civiles por las faltas previstas en la Ley que cometan en el 
ejercicio de las funciones o de la prestación de servicios, iniciando para tal 
                                                 
5 AGUILERA, Rina. “Reflexiones de la profesionalización del servicio público en el ámbito 
municipal” en: Gobierno del Estado de México, Secretaría de la Contraloría, Control 
Gubernamental: el servicio público de carrera en los órganos de control estatales y 





efecto el respectivo procedimiento administrativo disciplinario e imponiendo 
la sanción correspondiente, de ser el caso. 
1.7.6. Funcionario Público 
Es un representante político o posee un cargo público representativo, que 
ejerce funciones de gobierno en la organización del Estado. Dirige o 
interviene en la conducción de la entidad, así como aprueba políticas y 
normas.  
1.7.7. Directivo Público 
Es el servidor civil que desarrolla funciones relativas a la organización, 
dirección o toma de decisiones de un órgano, unidad orgánica, programa o 
proyecto especial. También comprende a los vocales de los tribunales 
administrativos.  
1.7.8. Servidor civil de carrera 
Es el servidor civil que realiza funciones directamente vinculadas al 




















LOS SERVIDORES PÚBLICOS EN EL DERECHO 
PERUANO 
2.1. LOS TRABAJADORES PÚBLICOS: EVOLUCIÓN NORMATIVA 
El capitalismo industrial de fines del siglo XIX generó una reforma de la 
Administración Pública a través de la ampliación de su capacidad ejecutiva e 
incremento de número de dependientes, teniendo esto último incidencia en 
la estructuración de la relación del empleo público6. El contexto capitalista 
industrial reclamaba seguridad jurídica por parte de la burocracia estatal y el 
destierro de todo tipo de clientelismo, por lo que se incide en el sistema 
estatutario de organización de empleo, el cual reposa en el mérito a partir de 
competencias entre los ciudadanos para incorporarse a la Administración 
Pública.  
La concepción estatutaria supone atribuir naturaleza pública a la 
relación de empleo, existiendo una suerte de supremacía basada en la 
preponderancia de los fines de la organización sobre los intereses 
individuales del burócrata. La doctrina conceptualizó la existencia de una 
                                                 
6 Vide Balbín, Edgardo. Unilateralismo y negociación colectiva en la Administración Pública, 





relación de sujeción especial del servidor público respecto a su empleador el 
Estado, que se evidenciaba en una subordinación radical.  
Esta noción estatutaria, afirma Balbín, descansa sobre dos rasgos: a) 
La uniformización de los dependientes de la Administración y de sus 
condiciones de empleo; b) la rigidez externa referida a mecanismos de 
acceso y extinción basados en un sistema de causalidad objetiva, e interna 
al recurrirse exclusivamente a la norma estatal para regular la relación de 
empleo. Añade el autor que, “más que un mecanismo orientado a brindar 
garantías al trabajador en una relación de empleo, el estatuto se constituye 
en una herramienta de orientación de la actividad laboral hacia la 
consecución de un interés público, lo que consolida de este modo la 
absoluta supremacía de la organización administrativa en la relación de 
empleo”. 
En nuestro país, fue la Ley Nº 11377, Ley del Estatuto y Escalafón del 
servicio Civil, la norma que evidenció la admisión de nuestro ordenamiento a 
la tesis estatutaria, con componentes de rigidez interna, dejando el 
otorgamiento de beneficios laborales y condiciones de empleo a la norma 
heterónoma, privando al trabajador de toda la posibilidad del ejercicio de 
derechos individuales o colectivos, en el primer caso por encontrarse 
rígidamente normados por el estatuto, y en el segundo caso por su 
proscripción.  
A nivel externo, la normativa en mención articuló el acceso a través de 
criterios de mérito y capacidad mediante el concurso siendo el 
nombramiento el acto funcional de relación de empleo, mientras que la 





En relación con los derechos colectivos, el artículo 49 de la Ley Nº 
11377 dispuso que los empleados públicos podían asociarse solo con fines 
centrales, deportivos, asistenciales o cooperativos, encontrándose dichas 
asociaciones prohibidas de adoptar la denominación u organización propia 
de los sindicatos, de adoptar las modalidades de acción de estos 
organismos, de ejercer coacción en sus peticiones y de recurrir a la huelga. 
Este régimen estatutario es dejado de lado por nuestro ordenamiento jurídico 
con la Constitución de 1979 que articula un sistema de empleo público 
asentado sobre el carácter laboral del vínculo. En palabras de Balbín: “lo 
determinante es que la regulación se asiente   
2.2. LOS SERVIDORES PÚBLICOS EN EL DERECHO Y CONSTITUCIÓN 
PERUANA 
El Artículo 39 de la Constitución prescribe “Todos los funcionarios y 
trabajadores públicos están al servicio de la Nación. El Presidente de la 
República tiene la más alta jerarquía en el servicio a la Nación y, en ese 
orden, los representantes al Congreso, ministros de Estado, miembros del 
Tribunal Constitucional y del Consejo de la Magistratura, los magistrados 
supremos, el Fiscal de la Nación y el Defensor del Pueblo, en igual 
categoría; y los representantes de organismos descentralizados y alcaldes, 
de acuerdo a ley”.  
El artículo trascrito reúne, con ligeras ampliaciones, los dispositivos 58 
y 60 de la Constitución de 1979. La previsión diseñada es el establecimiento 
de la carrera pública, el servicio del Estado y las reglas mínimas para el 
funcionamiento ordenado de la administración pública. La norma establece 





de la Nación, es decir, de la corporación políticamente organizada de 
peruanos. Estos trabajadores deben servir a ese objetivo: la actividad del 
Estado, en orden a la atención de los intereses del país y de la población. 
Entre otras cosas, esto quiere decir que los servidores públicos no 
deben ser entendidos como trabajadores al servicio de un partido, de una 
facción, o siquiera de su jefe, sea éste el Ministro, el Presidente del 
Congreso, de la Corte Suprema o el propio Presidente de la República.  
Es importante recordar que normas como la que comentamos son de 
reciente data. Hasta hace doscientos años, muchos cargos públicos eran 
vendidos a quienes los detentarían como propiedad. Esta modalidad fue 
aplicada, inclusive, a los cargos judiciales. Con ella, los reyes encontraron 
durante varios siglos la oportunidad de obtener ingresos para sus arcas 
fiscales a costa de la riqueza que los burgueses adinerados estaban 
dispuestos a entregarle a cambio de ejercitar estas funciones estatales. 
Como era obvio, quien compraba un cargo lo utilizaba en beneficio suyo y de 
quien se lo había vendido. La idea de servir a la Nación no era parte del 
pensamiento que dicha conducta aplicaba. Decir que todos los funcionarios y 
trabajadores públicos están al servicio de la Nación es, por ello, un asunto 
fundamental, más allá de que muchas veces parezca –o sea en efecto –sólo 
una declaración: tiene que ser un principio que se ponga en funcionamiento; 
mientras no sea debidamente aplicado, la sociedad política funciona al 
margen de la Constitución.  
Desde luego, el servicio de la Nación es una declaración básica pero 
muy genérica. Ella se desagrega en otros objetivos más específicos que 





del Estado del que se trate, etc. En este sentido, cada unidad del Estado 
tiene sus propias finalidades y metas. Sin embargo, la teleología de todo el 
trabajo debe ser el servicio de la Nación.  
En concepto de la Constitución, los servicios públicos están 
encabezados por el Presidente de la República, que tiene la más alta 
jerarquía dentro de dicho servicio. Esta norma es totalmente adecuada a las 
circunstancias, tanto porque el Presidente es en efecto un servidor de la 
Nación, como porque debe tener la primera jerarquía dentro del Estado.  
Una segunda categoría es aquella a la que pertenecen por igual los 
congresistas, ministros, miembros del Tribunal Constitucional, del Consejo 
de la Magistratura, de la Corte Suprema, el Fiscal de la Nación y el Defensor 
del Pueblo. Si se estudia la parte orgánica de la Constitución, puede verse 
que según el artículo 158, «los miembros del Ministerio Público tienen los 
mismos derechos y prerrogativas y están sujetos a las mismas obligaciones 
que los del Poder Judicial en la categoría respectiva». Es obvio que los 
fiscales supremos también pertenecen a esta segunda categoría. Es un error 
de sistemática constitucional no haberlos citado en este artículo. Es un error 
de sistemática constitucional no haberlos citado en este artículo, 
probablemente, porque el artículo 39 fue hecho antes del artículo 158 y no 
se recordó la necesidad de modificarlo.  
En un tercer rango están ubicados los alcaldes y representantes de 
organismos descentralizados. En relación a estos últimos, hay que tener en 
cuenta que en los organismos descentralizados no existen representantes 
políticos –como lo son congresistas o alcaldes –sino jefes administrativos. 





sentido jurídico, no en el sentido político, que es usual en un texto de esa 
categoría. Para nosotros constituye un defecto de expresión que sería bueno 
corregir.  
Fue la Constitución de 1979 la que introdujo esta ordenación 
jerárquica, que la actual Carta ha repetido, ampliándola. Es oportuno 
recordar que antes de la Constitución precedente las normas no asociaban 
representación con servicios. Los senadores y diputados no eran 
considerados como funcionarios o servidores del Estado. Eran 
representantes políticos, lo cual significaba un estatuto especial, de 
naturaleza política y estrictamente transitorio. La unificación y estructuración 
actual es, a nuestro juicio, más adecuada.  
Asimismo, el Artículo 40 de la Constitución expresa: “La ley regula el 
ingreso a la carrera administrativa, y los derechos, deberes y 
responsabilidades de los servidores públicos. No están comprendidos en 
dicha carrera los funcionarios que desempeñan cargos políticos o de 
confianza. Ningún funcionario o servidor público puede desempeñar más de 
un empleo o cargo público remunerado, con excepción de uno más por 
función docente. No están comprendidos en la función pública los 
trabajadores de las empresas del Estado o de sociedades de economía 
mixta. Es obligación la publicación periódica en el diario oficial de los 
ingresos que, por todo concepto, perciben los altos funcionarios, y otros 
servidores públicos que señala la ley, en razón de sus cargos”.  
La carrera administrativa está funcionarizada, esto es, tiene normas 
que regulan el ingreso a ella, los niveles, remuneraciones, derechos y 





y por la importancia que tiene el servidor público para la sociedad, la carrera 
administrativa debe ser regulada por norma con rango de ley. Como esta ley 
no tiene que ver con ser regulada por norma con rango de ley. Como esta 
ley no tiene que ver con la estructura y el funcionamiento de las entidades 
del Estado- que son las instituciones públicas de diverso rango y nivel –y 
como no es reclamada como una ley orgánica por este artículo, podría ser 
delegada al Poder Ejecutivo para ser promulgada como Decreto Legislativo 
(ver los artículos 101, 104 y 106 de la Constitución).  
El Estado tiene cargos que no pertenecen a la carrera administrativa 
porque son políticos o de confianza. Esto quiere decir que los funcionarios 
que los ejercen ingresan al servicio de la Nación y salen de él sin otro 
derecho que el de cobrar sus remuneraciones por el servicio efectivamente 
prestado. Carecen del derecho de relativa estabilidad laboral que tienen los 
otros funcionarios porque, al ser sus cargos políticos o de confianza, pueden 
ser retirados del servicio por decisión unilateral e inmediata de quien les dio 
el ingreso. Cargo político es, por ejemplo, el de Ministro de Estado que 
puede ser cesado por el Presidente de la República y el de presidente del 
Consejo de Ministros (artículo 122 de la Constitución). Por supuesto, 
también pueden ser censurados o privados de confianza por el Congreso 
(artículo 132 de la Constitución). Los cargos de confianza están señalados 
expresamente por norma legislativa. Pertenece a ellos, por ejemplo, el de 
viceministro7. 
                                                 
7 Se debe precisar que mediante Decreto Ley 25515 del 26 de mayo de 1992, los 
nombramientos de cargos de confianza en cualquier nivel, escala o grado existente de la 
función pública se efectúan obligatoriamente mediante Resolución Suprema. Cualquier 





Una norma tradicional en el Perú,  y correcta a nuestro juicio, ha sido la 
que prohíbe el desempeño de más de un empleo o cargo público 
remunerado simultáneamente, en otras épocas, existían personalidades que 
acaparaban cargos y remuneraciones del Estado por privilegio, sin la 
posibilidad de desemplearlos realmente. Era una forma de apropiación del 
tesoro público por manos privadas, toleradas jurídicamente. Se hace 
excepción de la función docente, porque muchos altos funcionarios pueden 
ser excelentes maestros en el sistema educativo y no tiene por qué privarse 
a los estudiantes de contar con su concurso.  
El Estado, aunque cada vez menos, tiene empresas que son de su 
propiedad integramente, y tiene participación accionaria en otras sociedades 
con particulares, que son conocidas como de economía mixta. Los 
trabajadores de estas empresas, en el pasado, estuvieron sujetos a la 
carrera administrativa. Sin embargo, las leyes fueron dándoles situación de 
trabajadores del sector privado. Ahora, constitucionalmente, todos 
pertenecen al sector privado. Esto hace que las autoridades de estas 
empresas tengan menores obstáculos para cambiar de dedicación, o incluso 
para despedir al personal de la empresa. Correlativamente, permite que los 
sueldos del personal de la empresa no estén sujetos a los límites que tienen 
los servidores del Estado, pudiendo ser  en consecuencia mayores.  
El párrafo final del artículo 40 exige la publicación en el diario oficial de 
los ingresos que perciban altos funcionarios y servidores públicos que señale 
la ley. La norma es un fundamento ético y tiene por finalidad hacer público el 
estado de ingresos de estas personas, para facilitar el control de la 
                                                                                                                                               






corrupción, no sólo por los organismos públicos competentes, sino también 
por las personas que los rodean y que, enterándose de sus ingresos y 
comparándolos con el nivel de vida que ostentan, puedan eventualmente 
denunciar discrepancias significativas entre uno y otro. La lucha contra la 
corrupción es absolutamente necesaria y tiene que ser extendida y 
permanente. La supervigilancia del funcionario público por las entidades del 
Estado y por la ciudadanía debe ser la regla y no la excepción. El debido 
cumplimiento de esta norma sería un avance en dicho sentido. Como es 
obvio, esta norma tiene que ser concordada con la siguiente, que trata de la 
declaración jurada de bienes y rentas que deben hacer ciertos funcionarios 
al tomar posesión de sus cargos, mientras los mantienen y cuando cesan.  
2.3. DERECHOS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS  
En cambio, el Artículo 42 de la Carta Fundamental señala que: Se 
reconocen los derechos de sindicación y huelga de los servidores públicos. 
No están comprendidos los funcionarios del Estado con poder de decisión y 
los que desempeñan cargos de confianza o de dirección, así como los 
miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional.  
El derecho a sindicalizarse y a declararse en huelga fue ya descrito en 
el artículo 28. Aquí, al igual que en la Constitución de 1979, se otorga 
expresamente este derecho a los servicios públicos, a fin de que no quepe 
duda de que lo tienen. Se excluye de este derecho a los funcionarios del 
Estado con poder de decisión y a los que desempeñan cargos de confianza, 
con la finalidad de establecer una racionalidad en el uso de la huelga: si los 
jefes y quienes gozan de la confianza de ellos montan las huelgas y se 





que ellos mismos cumplirían el rol de empleador y empleado. Por ello la 
medida es razonable, siempre, desde luego, que no se abuse de la 
prohibición y se incluya como funcionario de confianza o como funcionarios 
con poder de decisión a quienes verdaderamente no lo son, con el único fin 
de que no puedan gozar de estos derechos.  
Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional son instituciones de 
organización vertical y disciplina por naturaleza propia. La coexistencia de 
huelga y la sindicalización con estas características organizativas es 
imposible. Además, sería también imposible gobernar un país con una 
fuerza pública que, colectivamente, negociara con derecho a huelga frente al 
gobierno. La decisión de prohibir estos derechos en el caso es, por tanto, 
también pertinente. Sin embargo, ello obliga al gobierno a prestar una 
atención particular a las condiciones de trabajo de estas instituciones, tanto 
por su propia naturaleza, como porque tienen menos posibilidades 
institucionales de solicitar determinadas reivindicaciones. Tal vez solo sea 
necesario añadir que tanto la doctrina como los instrumentos internacionales 
vinculados al derecho del trabajo, reconocen la posibilidad de que se 
dispongan estas limitaciones al derecho de sindicalización y al de huelga.  
2.4. NOCIÓN JURÍDICA DE FUNCIÓN PÚBLICA 
La función pública es una actividad y obligación a cargo del Estado, por 
disposición de los ciudadanos, sus supremos mandantes, para atender 
determinados requerimientos sociales o servicios públicos. Se la debe 
confiar a funcionarios y otros trabajadores bajo ciertas condiciones de 
eficiencia, honestidad, imparcialidad y dedicación, y en número 





razón de ser de la carrera administrativa. Desde la Declaración de Derechos 
del Hombre y del Ciudadano de la Revolución Francesa de 1789, el ingreso 
a la función pública ha de ser por concurso, puesto que el Estado es de 
todos y los ciudadanos son iguales ante la ley.  
En la prestación de los servicios públicos, incluida la recaudación de 
los recursos necesarios, confluyen dos partes: de un lado, el Estado, 
representando a la sociedad, como empleador; y el otro, el conjunto de 
trabajadores a cargo de esas labores. El vínculo entre ambos toma la forma 
de un contrato de trabajo especial por la naturaleza de los servicios y la del 
empleador. El Estado se encuentra obligado a organizar los servicios 
públicos, cualesquiera que sean, para suministrarlos con eficiencia, 
oportunidad y celeridad, según las reglas de la Constitución, lo que implica el 
ejercicio de los poderes de dirección y control sobre el personal, como en 
cualquier otro empleo subordinado. El nivel más elevado del Estado, gravita 
el poder político de origen eléctrico, al que corresponde trazar los 
lineamientos de la función pública, su planeamiento y dirección. 
Por su parte, los trabajadores se encuentran obligados a trabajar 
dentro del marco organizativo para el que fueron nombrados o contratados, 
cumpliendo sus manuales de funciones y ejecutando las órdenes de sus 
jefes inmediatos. En conjunto constituyen un cuerpo estable de ejecución 
profesional de los servicios públicos, a diferencia del nivel político, cuya 
composición cambia, según las preferencias electorales.  
La subordinación de los servidores civiles no conlleva, sin embargo, la 
arbitrariedad –las órdenes y el trato infractorio de las reglas jurídicas –y 





Están sujetos a un estatuto o cuadro de derechos y obligaciones establecido 
por la ley y basado en las normas de la Constitución sobre la función pública 
y sobre los derechos de los trabajadores, complementadas con las normas 
internacionales que lo protegen.  
Dadas estas premisas, el funcionamiento de la Administración Pública 
de trato formativo y motivador compuesta por los siguientes factores: un 
liderazgo promotor, orientado a la solución de problemas y no a crearlos; un 
nivel de remuneraciones y complementos remunerativos adecuado a la 
satisfacción de las necesidades de los servidores públicos (ni la sociedad ni 
el Estado deben aprovecharse pagándole menos de que lo que cuesta su 
fuerza laboral); el respeto de sus derechos laborales: estabilidad en el 
trabajo, jornada y semana de trabajo limitadas, descansos semanales, en 
feriados y vacacionales; un régimen disciplinario razonable.  
2.5. LA FUNCIÓN PÚBLICA Y LA CARRERA ADMINISTRATIVA EN EL 
PERÚ 
En el Perú, la carrera administrativa comenzó con el Decreto Ley Nº 11377 
de 1950, expedido gracias a la iniciativa de Pedro Patrón Faura, quien tomó 
como modelo la legislación francesa homóloga posterior a la Segunda 
Guerra Mundial. En líneas generales, fue una buena ley: introdujo el ingreso 
a la carrera administrativa por concurso, definió con claridad las obligaciones 
y derechos de los servidores públicos y las causas de su cese, y creó el 
Tribunal del Servicio Civil. Durante tres décadas los gobiernos la respetaron 
en gran parte, el país comprendió que así debía ser y en los servidores 
públicos se modeló cierta mística o la convicción de constituir una 





Luego de 1980, la carrera administrativa comenzó a ser desvirtuada 
por los gobiernos, colocando en ella a sus simpatizantes y recomendados, 
desprovistos de idoneidad y, en muchos casos, como artífices y cómplices 
de la corrupción. Año tras años, las leyes de presupuesto prohibieron los 
nombramientos e, infringiendo la Constitución, contrataron al personal, 
prescindiendo del concurso público, con remuneraciones muy altas o muy 
bajas, y sometiéndolos a los regímenes de “los servicios no personales”; de 
la actividad privada y de los contratos administrativos de servicios. La 
Administración Pública fue convertida así en un berenjenal, al que la reciente 
Ley Nº 30057 añade una copiosa cuota de confusión e ilegitimidad.  
Esta ley parte del punto de vista de que los servidores civiles del 
Estado deben ser maltratados, como una suerte de siervos réprobos, 
reduciéndoles ciertos derechos individuales y negándoles sus derechos de 
sindicación, negociación colectiva y huelga, reconocidos por la Constitución 
y por la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Convenio de 
Derechos Humanos y el Convenio de la OIT 151, ratificados por el Estado 
peruano, incluso para los espíritus más contemplativos y conformistas, 
tienen sobrada razón de protestar.  
El pronóstico sobre la Ley Nº 30057 es pesimista: con ella la 
Administración Pública no ganará eficiencia. Al contrario, su personal, 
amenazado, o una parte de él, podría generar la tendencia opuesta, 
exacerbando una burocratización paralizante y recayendo en un trabajo 
mediocre, inmune a las sanciones. El dramaturgo latino Público Terencio 





“Mala cosa es tener a un lobo cogido de las orejas, pues no sabes cómo 
soltarlo ni cómo continuar aguantándolo”. 
2.6. EL FUNCIONARIO PÚBLICO EN EL DERECHO PENAL PERUANO  
El concepto de funcionario público en el Derecho Penal, es uno de los temas 
más controvertidos e importantes de esta rama jurídica con enormes 
repercusiones prácticas, en razón de ello, recientemente el Poder Ejecutivo 
ha presentó en el Congreso de la República el Proyecto de Ley Nº 
1978/2012-PE, por el cual se modificó el artículo 425 del Código Penal.  
Así, el citado artículo de la normativa penal debería quedar redactado 
de la siguiente manera:  
Artículo 425.- Funcionario o servidor público.  
1. Los que están comprometidos en la carrera administrativa.  
2. Los que desempeñan cargos políticos o de confianza, incluso si 
emanan de elección popular.  
3. Todo aquel que independientemente del régimen laboral en que se 
encuentre, mantiene vínculo laboral o contractual de cualquier 
naturaleza con entidades u organismos del Estado, incluidas las 
empresas del Estado o sociedades de economía mixta, y que en 
virtud de ello ejerce funciones en dichas entidades u organismos.  
4. Los administradores y depositarios de caudales embargados o 
depositados por autoridad competente, aunque pertenezcan a 
particulares.  
5. Los miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional. 





La condición de funcionario o servidor público se adquiere desde el 
momento de la designación o la proclamación por la autoridad electoral 
correspondiente para desempeñar actividades o funciones en nombre o al 
servicio del Estado o sus entidades.  
El aludido proyecto de ley, con la modificación propuesta, busca 
adecuar –conforme se señala en su exposición de motivos – adecuar la 
definición del Código Penal sobre funcionario público a los estándares 
internacionales de lucha contra la corrupción y a lo resuelto por la justicia 
anticorrupción, en aras de garantizar la observancia del principio de 
legalidades, la seguridad jurídica y evitar futuros cuestionamientos por parte 
de quienes aleguen no ser funcionarios públicos según el ordenamiento 
jurídico interno. Se señala, además, que de aprobarse la propuesta de ley, 
que amplia el concepto de funcionario público, se contará con un marco legal 
fortalecido para luchar contra la corrupción en el país.  
La Convención Interamericana Contra la Corrupción, instrumento que 
define al funcionario o servidor público como “cualquier funcionario o 
empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido 
seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o 
funciones en nombre del Estado o el servicio del Estado, en todos sus 
niveles jerárquicos”. Esta definición a diferencia de lo dispuesto en nuestra 
legislación administrativa o penal, adelanta la existencia formal del 
funcionario público, pues engloba aquellos que son seleccionados, 
designados o elegidos, pero que aún no asumen o toman posesión del cargo 





Igualmente se hace mención a las Convenciones de las Naciones 
Unidas contra la corrupción, pero esta a diferencia, desestima la sola 
selección, elección o nombramiento como factores para determinar la 
existencia del funcionario público. En el ordinal a) inciso i), del artículo 2 
define al funcionario público como “toda persona que ocupe un cargo 
legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un Estado parte, ya sea 
designado o elegido, permanente o temporal, remunerado u honorario, sea 
cuál se la antigüedad de la persona en el cargo.  
Aquí la Convención de las Naciones Unidas acude a un criterio 
estrictamente administrativo, el mismo que da cuenta de una serie de 
requisitos normativos establecidos en la legislación interna (título válido, 
investidura, posesión del cargo y ejercicio) y que ha sido restringido a las 
tradicionales funciones públicas de poder (cargos legislativos, ejecutivos, 
administrativos y judiciales) y donde “cargo administrativo” cumple una 
función horizontal amplía.  
El concepto de funcionario público en el ámbito penal es un concepto 
normativo que el Derecho Penal ha dado por lo menos en principio, por 
tanto, no existe la necesidad de recurrir a otra rama del Derecho. Se trata de 
un elemento normativo del tipo y que debe ser extraído de la estructura del 
ilícito en observancia del principio de legalidad.  
En efecto, el Derecho Penal tiene una conceptualización normativa 
propia, utilizable a los fines de tutela establecidos por la norma penal. Ello 
explica que lo que para el Derecho Penal es ya funcionario no lo sea en 
diversos casos para el Derecho Administrativo. En ese sentido Benavente 





descansa en el ingreso a la carrera administrativa. En cambio, es la función 
pública, para el Derecho Penal, la clave para definir al citado personaje8. 
Se ha afirmado que el artículo 425º del Código Penal representa, en tal 
perspectiva, una concreción material y real de la independencia del Derecho 
penal al enfatizar sus categorías jurídico –normativas. Por otro lado, la razón 
de una enumeración taxativa de los funcionarios públicos en la Ley Penal 
está dada por la falta de un criterio unificado en la ciencia del propio Derecho 
Público. La protección efectiva contra los ataques que pudieran lesionar la 
función pública quedaría, en parte, en el limbo si no pudiera saberse qué 
sujetos pueden atacarla. Ante el mar de dudas, el legislador penal ha optado 
por cortar por lo sano y ofrecer criterios para la determinación del funcionario 
público a los efectos punitivos.  
Así, el citado artículo 425º ha establecido los siguientes supuestos:  
a) Los que están comprendidos en la carrera administrativa. Aquí 
si nos debemos de remitir a las normas administrativas, dado que, 
este supuesto descansa en aquellos servidores, y funcionarios de 
carrera que acceden a los cargos y jerarquías por selección y 
concurso, sobre la base de méritos y que prestan sus servicios de 
modo permanente a la Administración Pública.  
b) Los que desempeñan cargos políticos o de confianza, incluso si 
emanan de elección popular. Los cargos políticos o de confianza 
deben entenderse solo como designaciones a través de autoridades 
competentes, esto, significa que su origen no necesariamente 
                                                 
8 Benavente Chorres, Hesbert. “Objeto de protección en los delitos contra la Administración 
Pública”: En: Benavente Chorres; Hesbert y Calderón Valverde, Leonardo. Delitos de 





proviene de elección popular. Este tipo de funcionario no requiere 
cualidades especiales o que se trate de especialista o técnico. La 
relación, esto es, el origen de su nombramiento está vinculado a 
quien lo nombra. Sin embargo, dado que su actuación será en el 
ámbito de las actividades públicas, su comportamiento queda 
sometido a la normativa propia de la Administración Pública y, en 
ese sentido, es autónoma y no vinculante con quien lo nombró.  
c) Todo aquel que independientemente del régimen laboral en que 
se encuentra, mantiene vínculo laboral o contractual de 
cualquier naturaleza con entidades u organismos del Estado y 
que en virtud de ello ejerce funciones en dichas entidades u 
organismos. Esta forma de considerar funcionarios públicos a 
quienes administrativamente no lo son es característica del modelo 
penal, que se guía por consideraciones de carácter material y por 
percibir el carácter funcional de la Administración Pública. El 
legislador ha considerado que el sujeto que se integra a las 
actividades estatales adquiere una posición privilegiada, en cuanto 
pasará a constituirse en una parte del ante prestacional y, por tanto, 
sus procesos de comunicación serán administrador –administrado. 
Lo que se quiere proteger es precisamente la calidad del servicio 
que la Administración Pública, en sentido amplio, presta.  
d) Los administradores y depositarios de caudales embargados o 
depositados por autoridad competente, aunque pertenezcan a 
particulares. El origen y fundamento jurídico reside en que tales 





nombra y que no puede, por sí mismo, ejercer la función de 
administrador o depositario sino solo disponer en quien recaerá la 
administración o el depósito.  
La autoridad competente que tiene la potestad de nombrar velará 
por la idoneidad del nombramiento, todo lo cual encuadra en la idea 
de proteger el correcto funcionamiento de la Administración Pública. 
El propósito de la designación es velar por el correcto 
funcionamiento de la administración pública bajo la forma que se 
presenten e incluso con la concurrencia de terceros. Ahora bien, los 
terceros deben ser nombrados en acto solemne y bajo las 
formalidades legales que tal nombramiento exija.  
e) Los miembros de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. 
El Código Penal en referencia a las Fuerzas Armadas y la Policía 
Nacional no han puntualizado alguna característica preponderante al 
momento de calificarlo como funcionario público. Sin embargo, debe 
entenderse que está referido a los que se encuentran en actividad 
desarrollando funciones preestablecidas en la Fuerza Armada o la 
Policía Nacional: quien cumple su función y luego desarrolla su vida 
privada hasta nuevamente reintegrarse a su función, no responderá 
como funcionario sino como particular y los procesos de 
incriminación deberán corresponderse con tal realidad fáctica. Es 
necesario sin embargo, precisar que, estos agentes cometerán los 
delitos de cuestión, cuando se trate de hechos vinculados a la 
función que desempeñan según los propios estatutos o leyes 





desvinculados de la misma, los cuales podrán configurar cualquier 
otro delito pero no delito contra la Administración Pública.  
f) Los demás indicados por la Constitución Política y la Ley. 
Ingresan en este nivel todos aquellos que por razones diversas no 
sean admisibles en los órdenes anteriores, ya sea porque tienen un 
régimen propio de carrera administrativa, como los funcionarios de 
universidades, funcionarios y servidores municipales, etc. o porque 
simplemente carecen de un sistema de carrera administrativa como 
en el caso de los notarios.  
Ahora bien el Proyecto de Ley Nº 1978/2012-PE pretende incorporar un 
último párrafo al artículo 425 del Código Penal en los siguientes términos: 
“La condición de funcionario o servidor público se adquiere desde el 
momento de la designación o la proclamación por la autoridad electoral 
correspondiente para desempeñar actividades o funciones en nombre o al 
servicio del Estado o sus entidades”.  
Con ello se busca ampliar el concepto de funcionario público, sin 
embargo, lo único que se conseguirá de prosperar dicha iniciativa, será que 
la impunidad aumente. Así, por ejemplo, la impunidad de los actos de 
corrupción que se realicen antes de la “proclamación por la autoridad 
electoral correspondiente”; y que con tal redacción se sienta posición por la 
incorporación formal a la Administración Pública dejando de lado la simple 
participación en el ejercicio de la función pública, lo cual a su vez conlleva a 
la impunidad de estos últimos actos. Asimismo, qué sucedería en aquellos 





funcionario público, es posteriormente declarado nulo, ¿se considerará que 
nunca fueron tales y por lo tanto quedar impunes sus conductas? 
Por otro lado, el citado proyecto de la ley, también busca modificar el 
inciso 3, incluyendo a las empresas del Estado o sociedades de Economía 
Mixta. Lo cierto es que en estos casos la calidad de funcionario público no se 
adquiere necesariamente por designación ni proclamación sino que puede 
darse mediante una relación contractual. Ello restringe todavía más el 
alcance del segundo párrafo que pretende ser introducido en el artículo 425 




























CONSIDERACIONES JURÍDICAS ACERCA DE 
LA NUEVA LEY DEL SERVICIO CIVIL 
 
3.1. REFORMA DEL SERVICIO CIVIL Y LA MODERNIZACIÓN DE LA 
GESTIÓN PÚBLICA 
En el análisis y estudio de la capacidad de los recursos humanos del Sector 
Público, esta no se puede desligar de la reforma a nivel de la organización y 
del entorno propicio. Por ejemplo, el marco de política, el marco legal, las 
estructuras institucionales y los reglamentos y procedimientos de trabajo 
tienen un marcado efecto en los campos de la contratación, la asignación, el 
ascenso, la motivación, la moral y el rendimiento de los empleados y 
servidores públicos9. En este escenario, la reforma del sistema en el Sector 
Público, no puede ser aislada o fraccionada, sino que debe permitir una 
adecuada y armónica conexión con las políticas de Estado, el marco legal y 
los objetivos y roles que cumple cada Entidad.  
 En ese sentido, la política nacional integral, la nueva visión de la 
gestión pública, trasciende la simple idea un tanto reduccionista de aplicar la 
ley, y se cambia por la obligación de lograr resultados, bajo un nuevo 
                                                 





paradigma que implica, entre otros, incremento de la flexibilidad, desarrollo 
de la competencia, mayor responsabilidad ante los ciudadanos, mejor 
gerencia de recursos humanos, uso de tecnología informática y 
fortalecimiento de las funciones de dirección.  
En tal sentido, hoy en día se incide en la denominada gestión de 
resultados, que implica la priorización del logro de los objetivos estratégicos 
generales y específicos en el proceso de gestión de los recursos públicos. 
Para ello, la evaluación de los resultados se guía, en general, siguiendo 
criterios de eficacia, eficiencia, economía y calidad de la intervención del 
Estado. El seguimiento de estos criterios resulta de vital importancia, puesto 
que están determinados básicamente por el accionar de los responsables de 
las diferentes áreas de la acción pública. Además, estos criterios forman 
parte de los aspectos a considerar en un proceso de cambio de la cultura 
organizacional del Sector Público que contemple la sustitución de un modelo 
de Administración Pública burocrática (enfatizada en los procesos y 
procedimientos) por otra gerencial, con prevalencia de los resultados10. 
Este logro de resultados debe partir del fortalecimiento de las 
capacidades de actuación del Sector Público, el cual es –al mismo tiempo –
un proceso y objetivo que repercute en la eficiencia y calidad de los servicios 
que presta. Por lo tanto, para revitalizar la Administración pública es 
necesario fortalecer tres ámbitos básicos de influencia, como son11: 
                                                 
10 CEPAL, Gestión pública por resultados y programación plurianual. Santiago de Chile, 2003. 
p. 41.  
11 Cfr. RUÍZ CASTRO y otros. “Aproximación teórica a la planeación estratégica de los recursos 
humanos en el Sector Público”. En: Administración & desarrollo. Escuela Superior de la 





a) El entorno organizativo, que comprende el marco político, legal y 
normativo que rige la gestión pública; las estructuras de rendición de 
cuentas; las relaciones más amplias dentro del sistema de gobierno; 
y los flujos de recursos.  
b) La capacidad institucional, que supone reforzar aspectos como la 
visión de la organización, su misión y su estrategia; su cultura, 
estructura y competencias; sus procesos; sus recursos humanos, 
financieros y de información; sus relaciones con los principales 
interesados y su infraestructura.  
c) El desarrollo de los recursos humanos, donde el fortalecimiento de 
capacidades se centra especialmente en las competencias 
profesionales; la gestión del rendimiento; los valores, la ética y las 
actitudes; la capacidad de comunicación y las relaciones y el trabajo 
en equipo en el lugar de trabajo.  
En nuestro país, a pesar que en los últimos años se han aprobado un 
conjunto de normas relacionadas a la reforma del Estado, la gestión del 
recurso humano o servicio civil, era un tema de agenda que siempre estuvo 
pendiente, y cuya reforma ha sido materia de muchos debates, opiniones a 
favor y en contra, entre otros. A pesar de este ambiente algo convulsionado, 
el ejecutivo mediante Decreto Supremo Nº 040 -2014-PCM, ha aprobado el 
Reglamento de la Ley del Servicio Civil (RLCV), norma que permite 
implementar las disposiciones y lineamientos establecidos en su norma 
sustantiva, la cual ha sido materia de pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional a través de la sentencia recaída del expediente Nº 018 -2013 





aprobación del RLCV, a través de las siguientes líneas, desarrollaremos 
algunas ideas relacionadas su importancia como instrumento de mejora de 
la modernización de la gestión pública.  
3.2. DIAGNÓSTICO DEL SERVICIO CIVIL PERUANO 
En cada Estado Constitucional y Democrático, el servicio público, y los 
sistemas de servicio civil, son piedra angular de los sistemas políticos 
democráticos, porque constituyen uno de los pilares de la comunicación 
entre los gobernantes y gobernados: el servicio público es el puente que 
comunica a los ciudadanos con el gobierno; es el vehículo para asegurar 
que las respuestas gubernamentales sean eficaces; es coadyuvante de la 
legitimidad democrática en los aspectos de legitimidad, civilidad, 
participación, logro del bienestar y las formas de cooperación social12.  
De este modo, una buena gestión del servicio civil, repercute en los 
siguientes factores de satisfacción ciudadana:  
a) Fiabilidad: el trabajo se hace bien hecho y a la primera 
b) Capacidad de respuesta: las cosas se hacen rápidamente y con 
puntualidad.  
c) Competencia: los empleados públicos saben hacer las cosas.  
d) Accesibilidad: los servicios son cómodos y fáciles de obtener.  
e) Cortesía: a los ciudadanos se les trata con amabilidad y con la 
máxima atención.  
f) Comunicación: se informa a los usuarios en un lenguaje 
comprensible.  
                                                 
12 AGUILERA, Rina. “Reflexiones de la profesionalización del servicio público en el ámbito 
municipal” en: Gobierno del Estado de México, Secretaría de la Contraloría, Control 
Gubernamental: el servicio público de carrera en los órganos de control estatales y 





g) Credibilidad: los servicios y sus proveedores son honestos y reales.  
h) Seguridad: se garantiza la seguridad física y la confidencialidad. 
i) Comprensión: la administración se pone en el lugar del ciudadano. 
j) Soporte físico: el entorno en el que se prestan los servicios es 
agradable y aporta calidad.  
En el caso peruano, la situación de los servidores estatales se ha 
caracterizado por una heterogeneidad de regímenes, como son los 
regulados por los Decretos Legislativos Nºs 276, 728, 1057, entre otros; los 
cuales han comprendido tratamientos diferenciados entre el personal que 
brinda servicios en la Administración Pública en cuanto a derechos y 
beneficios laborales, así como respecto a las posibilidades de crecimiento y 
ascenso en el ámbito público.  
Conjuntamente con la anterior, la inadecuada política de incentivos y 
promoción del recurso humano, la escasa capacitación y desarrollo del 
talento humano, así como políticas remunerativas casi discriminatorias, han 
conllevado que muchos buenos servidores opten por abandonar las 
entidades públicas por enrumbarse hacia la actividad privada o hacia 
negocios individuales cuyos resultados les ofrezca mejores oportunidades de 
crecimiento profesional, técnico y económico, alejado de un sistema 
burocrático y excesivamente desigual.  
También es importante mencionar que la gestión del recurso humano 
también ha sido utilizado como herramienta política para facilitar el 
clientelismo y corrupción durante los procesos de acceso a servicio público, 





administración personal poco idóneo para el desempeño de las funciones 
que se le encomienda.  
Todos los factores expuestos, han concentrado como consecuencia 
una Administración Pública con altos niveles de fuga de talento, 
insatisfacción de los servidores públicos, bajo niveles de calidad y eficiencia 
en la atención del ciudadano, cultura laboral convulsionada, fuertes 
resistencias al cambio, comportamientos defensivos y conflictivos, entre 
otros. La suma de todo ello, repercute en la insatisfacción ciudadana, el 
debilitamiento de las instituciones públicas, y sobre, todo, resta al 
cumplimiento de objetivos y metas13. 
En tal sentido, el reto que tiene toda política de modernización de la 
gestión pública es logar que toda persona que trabaja en una entidad que 
brinda un servicio público, necesita una visión en la que pueda creer y 
confiar, una política de logros permanentes donde experimente el desafío de 
dar diariamente lo mejor de sí a los usuarios, un sentido de trabajo en equipo 
que lo enriquezca y le muestre el respaldo, que sienta que la calidad y la 
integridad son inseparables, que en una “sociedad de calidad”, la 
honestidad, la categoría y el principio de dar un valor tota por lo que 
recibimos puede convertirse en una regla de conducta, porque lo que se 
inicia como un esfuerzo para mejorar la calidad pueda convertirse en un 
desarrollo de la calidad total de la vida de la comunidad. Para ello, los 
                                                 
13 Para una Administración Pública, lo que es realmente importante es justamente conseguir 
que la calidad finalmente percibida por los ciudadanos coincida con la que ellos esperaban; a 
eso se le llama satisfacción. La mejora de la calidad en las administraciones públicas actuales 
ya no se puede basar únicamente en mejoras en los sistemas internos de gestión 
(planificación, control, etc.). Hay que mejorarla desde el punto de vista del ciudadano: el 
auténtico objetivo no es hacer coincidir todo lo ejecutado con lo que habíamos programado, 





profesionales y técnicos que prestan el servicio público requieren de ciertos 
componentes que incidan en sus motivaciones, expectativas y satisfacciones 
en un contexto de igualdad y de reconocimiento al esfuerzo y la meritocracia.  
3.3. CARACTERÍSTICAS DE LA LEY Y EL REGLAMENTO DEL SERVICIO 
CIVIL 
El estudio del empleo público constituye, de lejos, un tema problemático de 
gran actualidad atendiendo a que traduce, en esencia, la búsqueda de 
consonancia entre los derechos laborales constitucionalmente 
irrenunciables14 del personal subordinado de la Administración Pública y los 
intereses públicos que comporta a esta proteger. Dentro de ello, un aspecto 
gravitante lo compone la mentada reforma del personal de empleo público, al 
constituirse en un punto de quiebre en la reforma del Estado, atendiendo a 
que es un repetitiva proclama de los diversos gobiernos tanto de origen 
democrático como de los surgidos por transgresión al orden constitucional15, 
así, en la actualidad, somos expectantes testigos de un nuevo intento de 
ordenar el sistema de personal en el aparato gubernamental, a través de la 
fijación e implementación del régimen del servicio civil cuya finalidad, lo 
predica sin mayor problema el artículo II del Título Preliminar de la LSC, se 
asienta en el logro de mayores niveles de eficacia y eficiencia en el 
desempeño de las labores subordinadas, reflejadas en una adecuada 
prestación de servicios al público sin descuidarse la promoción del desarrollo 
de las personas que integran el aparato público sin descuidarse la 
promoción del desarrollo de las personas que integran el aparato público. Un 
                                                 
14 Artículo 26 de la Constitución de 1993: “En la relación laboral se respetan los siguientes 
principios:  
2. Carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la Constitución y la ley.  
15 HARO CARRANZA, Julio Enrique. Derecho Laboral en la Administración Pública. 2ª edición, 





punto que no puede pasarse por alto, cunado se trata del análisis del empleo 
público, es el reconocer la diversidad de regímenes jurídicos de prestación 
de servicios subordinados que aparecen al interior de la Administración que 
hacen que la idea de clarificar el desorden sea una tarea de titanes. Al 
efecto, la Autoridad Nacional del Servicio Civil (Servir) establece:  
“En la actualidad, existen 15 regímenes laborales en las entidades del 
Estado, entre generales y especiales, que conllevan a un desorden en la 
Administración Pública porque cada régimen implica distintos derechos y 
deberes para los servidores públicos. Los regímenes laborales generales 
son tres: carrera administrativa (Decreto Legislativo Nº 728) y contratación 
administrativa de servicios –CAS (Decreto Legislativo Nº 1057)16. 
El servicio civil, según se desprende de la lectura de la propia LSC, 
engloba a las personas que trabajan para el Estado estableciendo serias 
limitaciones a diverso tipo de personal subordinado. Para lograr una 
Administración Pública profesional y eficaz al servicio de la ciudadanía, debe 
contarse con una carrera que permita atraer y retener el talento humano 
atendiendo a las exigencias de mérito y capacidad que son el pilar de la 
profesionalización del personal de la Administración Pública. Es preciso 
señalar, entonces, que la LSC lleva como consignan el incrementar los 
niveles de eficiencia y eficacia así como capacitar al personal al servicio del 
Estado permitiendo la evaluación del rendimiento en el servicio civil.  
                                                 
16 Servir. El servicio civil peruano: Antecedentes, marco normativo actual y desafíos de la 






Sin embargo, atendiendo a la amarga experiencia de los años 90 en las 
que la evaluación de personal fue un vehículo maledicente y antijurídico 
usado para expectorar inmisericordemente al personal del empleo público, 
las organizaciones sindicales han expresado, con justificadas razones, su 
profundo rechazo a la emisión de la LSC por cuanto refieren afecta los 
derechos laborales individuales y colectivos del personal al servicio de la 
Administración generando inestabilidad laboral, traducido este último en los 
famosos despidos masivos del “gobierno” del “ciudadano” Fujimori cuyo 
remedio debieron asumirlos los gobiernos democráticos posteriores. 
Anteriormente, se utilizaba el término “empleo público” para designar al 
sistema de gestión de personas que trabajan en el Estado enfatizando en los 
derechos de los trabajadores con la correlativa atenuación de los deberes de 
quienes trabajan en el Estado hacia la sociedad; por tal razón, la Ley Nº 
28175, Ley Marco del Empleo Público (LMEP) optó por canalizar, dentro de 
un esquema de aplicación en horizontalidad, el privilegio en el empleo del 
término “servidor público” variando el enfoque en la naturaleza del servicio 
prestado hacia los ciudadanos por pare de quienes trabajan en el Estado.  
El Reglamento establece la especialidad de la Ley del Servicio Civil, en 
este sentido precisa que las autoridades resuelven las cuestiones que 
conozcan en el ámbito de su competencia, de acuerdo con lo señalado por 
la Constitución Política, la Ley del Servicio Civil y sus normas de desarrollo. 
No pueden aplicar principios, normas o reglas específicos de otros 
regímenes como los del Decreto Legislativo Nº 276, Decreto Legislativo Nº 
728, Decreto Legislativo Nº 1057 y entre otros, ni de las carreras especiales, 





comprende a todos los servidores civiles que brindan servicios en toda 
entidad del Estado independientemente de su nivel de gobierno y del 
régimen en el que se encuentran. 
De acuerdo al artículo 6 del Reglamento, el servicio civil se basa en el 
mérito, la igualdad de oportunidades y el aseguramiento de la calidad de los 
servicios del Estado en beneficio de la ciudadanía: 
a) El mérito busca que los puestos del servicio civil sean ocupados por 
las personas idóneas, en virtud de sus habilidades, aptitudes y 
capacidades. En consecuencia, el mérito es el fundamento en los 
procesos de selección, progresión en la carrera y evaluación de 
desempeño, así como en la gestión de la capacitación, gestión del 
rendimiento y la permanencia en el servicio civil. El mérito en 
evaluación se demuestra en función de los aportes del servidor a los 
objetivos de la entidad.  
b) La igualdad de oportunidades en el servicio civil es esencial para la 
incorporación y progresión de los servidores, implica que, en mérito 
de ello, cualquier  persona interesada en un puesto en una entidad 
pública en el caso de la incorporación y cualquier servidor civil de 
carrera, en el caso de la progresión, puede postular en igualdad de 
condiciones en los procesos de selección, siempre que cumpla con 
las condiciones generales para la postulación y los requisitos del 
perfil del puesto vacante.  
c) El servicio civil se orienta, a través de la aplicación de las mejores 
prácticas y mejora continua en los procesos de cada entidad, a la 





la mejora de la calidad de las actividades, acciones y servicios del 
Estado que corresponden a la ciudadanía. 
Con relación a la organización, el artículo 7 establece que las familias 
de puestos tienen por finalidad organizar el Servicio Civil, orientar el 
fortalecimiento y mejora de las capacidades de los servidores civiles, así 
como también servir de base para la capacitación, evaluación y valorización 
de los puestos. Sobre el particular, el artículo 8 precisa que el servicio civil 
está organizado en familias de puestos.  
En este sentido, define a la familia de puestos como el conjunto de 
puestos con funciones, características y propósitos similares. Las familias de 
puestos están conformadas por uno o más roles, que agrupan, a su vez, 
puesto con mayor afinidad entre sí. Los puestos de directivos públicos, 
servidores civiles de carrera y servidores de actividades complementarias se 
organizan en familias de puestos, considerando criterios particulares según 
la naturaleza de cada grupo.  
3. 4.  DERECHOS COLECTIVOS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
El Reglamento reconoce tres derechos de carácter colectivo a los servidores 
civiles. Con relación a estos podemos mencionar el de sindicación, 
negociación colectiva y huelga.  
3.4.1. Derecho de sindicación  
De acuerdo al artículo 51, a libertad sindical comprende el derecho de los 
servidores civiles a constituir, afiliarse y desafiliarse a organizaciones 
sindicales del ámbito que estimen el derecho de elegir a sus representantes, 
redactar sus estatutos, formar parte de organizaciones sindicales de grado 





su programa de acción. La libertad sindical también se manifiesta en el 
derecho a desarrollo libremente actividades sindicales en procura de la 
defensa de sus intereses.  
Los servidores civiles gozan de protección contra todo acto de 
discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical en relación con su 
empleo. En tal virtud, no puede condicionarse el empleo de un servidor a la 
afiliación, no afiliación o desafiliación, obligársele a formar parte de un 
sindicato, ni impedírsele hacerlo. La destitución fundada en dichos 
supuestos será declarada nula de acuerdo con el artículo 36 de la Ley.  
Con relación a la protección frente a actos de injerencia, el artículo 53 
establece que las organizaciones sindicales gozan de adecuada protección 
frente a los actos de injerencias de cualquier entidad pública. Se entiende 
por actos que tiendan a restringir o entorpecer el ejercicio del derecho de 
sindicación o a intervenir en la constitución, organización y administración de 
los sindicatos.  
3.4.2. Negociación colectiva 
El convenio colectivo es el acuerdo que celebran, por una parte, una o más 
organizaciones sindicales de servidores civiles y, por otra, entidades 
públicas Tipo A que constituyen Pliego Presupuestal. El objeto de dicho 
acuerdo es regular la mejora de las compensaciones no económicas, 
incluyendo el cambio de condiciones de trabajo o de empleo, de acuerdo con 
las posibilidades presupuestarias y de infraestructura de la entidad y la 
naturaleza de las funciones que en ella se cumplen.  





a) Modifica de pleno derecho los aspectos de la relación de servicio 
sobre los que incide. Las relaciones individuales quedan 
automáticamente adaptadas a aquella.  
b) Continúa rigiendo mientras no sea modificada por una convención 
colectiva posterior acordada entre las mismas partes, sin perjuicio 
de aquellas cláusulas que hubieren sido pactadas con carácter 
permanente o cuando las partes acuerden expresamente su 
renovación o prórroga total o parcial. Sus efectos se mantendrán 
vigentes, respecto de los servidores, únicamente en tanto estos 
mantengan vínculo con la entidad con la que se suscribió el 
Convenio. 
c) Debe formalizarse por escrito en tres (3) ejemplares, uno para 
cada parte y el tercero para su presentación a Servir con el objeto 
de su registro, publicidad y archivo.  
3.4.3. Derecho de huelga17 
La huelga es la interrupción continua y colectiva del trabajo, adoptada 
mayoritariamente y realizada en forma voluntaria de manera pacífica por los 
servidores civiles, con abandono del centro de trabajo. Los representantes 
de los servidores civiles deben notificar a la entidad pública sobre el ejercicio 
de huelga con una anticipación no menor a quince (15) días calendario. 
Los efectos de la huelga declarada, observando los requisitos legales 
establecidos, produce los siguientes efectos:  
                                                 
17 Artículo 81.- Huelga atípica 
No están amparadas por la presente norma las modalidades atípicas, tales como paralización 
escalonada por horas de zonas o secciones neurálgicas de la entidad, trabajo o desgano, a 
ritmo lento a reglamento, reducción deliberada del rendimiento, cualquier paralización en las 






a) Si la decisión fue adoptada por la mayoría de los servidores civiles 
del ámbito comprendido en la huelga, se produce la suspensión 
perfecta del servicio civil de todos los servidores comprendidos en 
este. Se exceptúan los puestos de dirección y los servidores que 
deben ocuparse de los servicios indispensables y esenciales.  
b) Si la decisión fue tomada por la mayoría de servidores del sindicato, 
pero no por la mayoría de los servidores del ámbito comprendido, se 
produce la suspensión perfecta del servicio civil de los servidores del 
sindicato con las excepciones antes señaladas.  
La declaración de huelga debe cumplir con los siguientes requisitos: 
a) Que tenga por objeto la defensa de los derechos e intereses de los 
servidores civiles en ella comprendidos.  
b) Que la decisión sea adoptada en la forma que expresamente 
determinen los estatutos y que representen la voluntad mayoritaria 
de los trabajadores comprendidos en su ámbito.  
c) El acta de asamblea deberá ser refrendada por Notario Público o, 
falta de este, por el Juez de Paz Letrado o de la localidad. 
d) Tratándose de organizaciones sindicales cuya asamblea esté 
conformada por delegados, la decisión será adoptada en asamblea 
convocada expresamente.  
e) Que sea comunicada a la entidad pública por los menos con una 
anticipación de quince (15) días calendario, acompañado copia del 
acta de votación. La entidad deberá avisar a los usuarios de los 
servicios del inicio de la huelga.  





g) Que la organización sindical entregue formalmente la lista de 
servidores civiles que se quedará a cargo para dar continuidad a los 
servicios indispensables. 
3.5.  RÉGIMEN DISCIPLINARIO Y PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 
El artículo 91 establece que la responsabilidad administrativa disciplinaria es 
aquella que exige el Estado a los servidores civiles por las faltas previstas en 
la Ley que cometan en el ejercicio de las funciones o de la prestación de 
servicios, iniciando para tal efecto el respectivo procedimiento administrativo 
disciplinario e imponiendo la sanción correspondiente, de ser el caso. Los 
procedimientos desarrollados por cada entidad deben observar las 
disposiciones de la Ley y este Reglamento, no pudiendo otorgarse 
condiciones menos favorables que las previstas en estas disposiciones. La 
instrucción o decisión sobre la responsabilidad administrativa disciplinaria de 
los servidores civiles no enerva las consecuencias funcionales, civiles y/o 
penales de su actuación, las mismas que se exigen conforme a la normativa 
de la materia 
3.5.1. Primera Instancia18 
Autoridades competentes del procedimiento administrativo disciplinario 
sancionador corresponde, en primera instancia a:  
a) En el caso de la sanción de amonestación escrita, el jefe inmediato 
instruye y sanciona, y el jefe de recursos humanos, o el que haga sus 
veces, oficializada dicha sanción.  
                                                 





b) En el caso de la sanción de suspensión, el jefe inmediato es el órgano 
instructor y el jefe de recursos humanos, o el que haga sus veces, es el 
órgano sancionador y quien oficializa la sanción. 
c) En el caso de la sanción de destitución, el jefe de recursos humanos es 
el órgano instructor, y el titular de la entidad es el órgano sancionador y 
quien oficializa la sanción.  
3.5.2. Segunda instancia19 
De conformidad con el artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, que crea 
la Autoridad del Servicio Civil, rectora del sistema Administrativo de Gestión 
de Recursos Humanos, la autoridad competente para conocer y resolver el 
recurso de apelación en materia disciplinaria es el Tribunal del Servicio Civil, 
con excepción del recurso de apelación escrita, que es conocida por el jefe 
de recursos humanos, según el artículo 89 de la Ley. La resolución de dicho 
tribunal pronunciándose sobre el recurso de apelación agota la vía 
administrativa.  
3.5.3. Prescripción  
La facultad para determinar la existencia de faltas disciplinarias e iniciar el 
procedimiento disciplinario prescribe conforme a lo previsto en el artículo 94 
de la Ley, a los tres (3) años calendario de cometida la falta, salvo que, 
durante ese periodo, la oficina de recursos humanos de la entidad, a lo que 
haga su veces hubiera tomado conocimiento de la misma. En este último 
supuesto, la prescripción operará un (1) año calendario después de esa 
toma de conocimiento por parte de dicha oficina, siempre que no hubiere 
transcurrido el plazo anterior.  
                                                 






A. Clases de sanciones 
De acuerdo a lo establecido por el artículo 102 constituyen sanciones 
disciplinarias las previstas en el artículo 88 de la Ley: amonestación 
verbal, amonestación escrita, suspensión sin goce de compensaciones 
desde un día hasta doce meses y destitución. Asimismo, para el caso de 
los ex servidores la sanción que les corresponde es la inhabilitación para 
el reingreso al servicio civil hasta por cinco (5) años, de conformidad a lo 
establecido en la Ley Nº 27444.  
B. Determinación de la sanción aplicable  
Una vez determinada la responsabilidad administrativa del servidor 
público, el órgano sancionador debe:  
a) Verificar que no concurra alguno de los supuestos eximentes de 
responsabilidad previstos en este Título.  
b) Tener presente que la sanción debe ser razonable, por lo que es 
necesario que exista una adecuada proporción entre esta y la falta 
cometida.  
c) Graduar la sanción observando los criterios previstos en los artículos 87 
y 91 de la Ley.  
C. Inhabilitación automática 
Una vez que la sanción de destitución quede firme o se haya agotado la 
vía administrativa, el servidor civil quedará automáticamente inhabilitado 
para el ejercicio del servicio civil por un plazo de cinco (5) años 
calendario. A efectos de dar a conocer tal inhabilitación a todas las 





el Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido, a más 
tardar, al día siguiente de haber sido notificada al servidor civil.  
3.6. LA COMISIÓN DE APOYO AL SERVICIO CIVIL  
Según la opinión de Gabriela CUSIMAYTA LOBO20, la Ley Nº 30057, Ley del 
Servicio Civil (en adelante, la LSC), publicado el 3 de julio del año 2013, ha 
sido emitida con el objeto de establecer un régimen único y exclusivo para 
las personas que prestan servicios para el Estado, así como para aquellas 
que están encargadas de su gestión, del ejercicio de sus potestades y de la 
prestación de servicios.  
Es en ese sentido que la LSC establece para los servidores civiles en 
los régimen de los Decretos Legislativos Nºs 276 y 728, la aplicación 
inmediata del Capítulo VI de su Título III, referido a los derechos colectivos 
de la LSC, e incorpora como novedad la creación de la Comisión de Apoyo, 
al Servicio Civil como instancia administrativa para la resolución de 
controversias. Esta comisión, según lo establece el artículo 86 del 
Reglamento, es el órgano facultado para conocer y resolver en primera y 
única instancia administrativa, los conflictos, y controversias que, dentro del 
ámbito de su competencia, surjan entre organizaciones sindicales y 
entidades públicas o entre estas y los servidores civiles.  
Asimismo, se encuentran en el ámbito de su competencia materias 
muy importantes como: a) la elección del presidente del tribunal arbitral, b) la 
resolución de la improcedencia e ilegalidad de la huelga, c) en caso de 
                                                 
20 Abogada por la Pontificia Universidad Católica del Perú. Especialista en Derecho Laboral y 
Gestión Pública. En la actualidad se desempeña en la Gerencia de Políticas de Gestión del 
servicio Civil en la Autoridad Nacional del Servicio Civil – Servir. El presente comentario 





controversia, determinar los servicios mínimos de los servicios 
indispensables y de los servicios esenciales.  
Ahora bien, lo destacable de la Comisión es su conformación. En 
efecto, según el artículo 88 del Reglamento, sus miembros (3 titulares y 2 
suplentes) son designados por un plazo de 3 años, mediante resolución de 
Servir y percibirán dietas por sesión efectiva; debiendo ser profesionales 
independientes –especialistas en Derecho Administrativo, Constitucional o 
Laboral -, y no pueden ser servidores civiles al momento de la designación.  
Nótese la diferencia con la regulación prevista en el TUO de la Ley de 
Relaciones Colectivas de Trabajo, aprobado por el Decreto Supremo Nº 010-
2003 –TR, respecto a la declaración de ilegalidad de la huelga: en los casos 
de los servidores sujetos al régimen de la actividad privada, sería realizada 
por la Autoridad de Trabajo, y en el caso de los trabajadores sujetos al 
régimen laboral público, se debía realizar por el Sector correspondiente.  
La regulación prevista en el Reglamento, permite que la declaración de 
la ilegalidad sea realizada por una Comisión integrada por profesionales que 
no pertenezcan la servicio civil, lo cual otorgaría mayor independencia al 
momento de resolver asuntos decisivos como la ilegalidad de la huelga, lo 
que es compatible con la libertad sindical.  
En efecto de acuerdo a lo señalado por el Comité de Libertad Sindical 
de la OIT, el gobierno no debe ser quien declare la legalidad o ilegalidad de 
una huelga, sino un órgano independiente de las partes, especialmente en 
aquellos casos en que este es parte de un conflicto; también ha señalado 
que la declaración de ilegalidad de una huelga realizada por los jefes de las 





serían juez y parte21. Cabe agregar que la Comisión aún no ha sido 
implementada y mientras no se cumpla con ello, sus competencias serán 
conocidas por el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, según lo 
indicado por la décima disposición complementaria transitoria del 
reglamento.  
Finalmente, consideramos que la creación de la comisión promoverá el 
adecuado ejercicio del derecho de libertad sindical de los servicios públicos, 
en tanto que permitirá que un organismo independiente a las partes sea 
quien resuelva los conflictos que surjan entre estos y las entidades públicas, 
para lo cual es necesaria su pronta implementación. 
3.7. CONSIDERACIONES POSITIVAS DE LA LEY DEL SERVICIO CIVIL Y 
SU REGLAMENTO  
Al publicarse en el Diario Oficial El Peruano, la Ley Nº 30057, denominada 
del Servicio Civil (LSC), norma que tiene por objeto establecer un régimen 
único y exclusivo para las personas que prestan servicios a las entidades 
públicas del Estado, así como, para aquellas personas que están 
encargadas de su gestión, del ejercicio de sus potestades y de la prestación 
de servicios a cargo de estas. Esta norma se sustenta en 11 principios 
básicos, los cuales han sido definidos por el artículo III, según lo siguiente:  
a) Interés general. El régimen del Servicio Civil se fundamenta en la 
necesidad de recursos humanos para una adecuada prestación de 
servicios públicos. 
                                                 
21 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DE TRABAJO. “La libertad sindical: recopilación de 
decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la 






b) Eficacia y eficiencia. El servicio Civil y su régimen buscan el logro 
de los objetivos del Estado y la realización de prestaciones de 
servicios públicos requeridos por el Estado y la optimización de los 
recursos destinados a este fin.  
c) Igualdad de oportunidades. Las reglas del Servicio Civil son 
generales, impersonales, objetivas, públicas y previamente 
determinadas, in discriminación alguna por razones de origen, raza, 
sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier 
otra índole.  
d) Mérito. El régimen del Servicio Civil, incluyendo el acceso, la 
permanencia, progresión, mejora en las compensaciones y 
movilidad, se basa en la aptitud, actitud, desempeño, capacidad y 
evaluación permanente para el puesto de los postulantes y 
servidores civiles.  
e) Provisión presupuestaria. Todo acto relativo al sistema del 
Servicio Civil está supeditado a la disponibilidad presupuestal, el 
cumplimiento de las reglas fiscales, la sostenibilidad de las finanzas 
del Estado, así como a estar previamente autorizado y 
presupuestado.  
f) Legalidad y especialidad normativa. El régimen del Servicio Civil 
se rige únicamente por lo establecido en la Constitución Política, la 
presente Ley y sus normas reglamentarias.  
g) Transparencia. La información relativa a la gestión del régimen del 





h) Rendición de cuentas de la gestión. Los servidores públicos 
encargados de a gestión de las entidades públicas rinden de la 
gestión que ejecutan.  
i) Probidad y ética pública. El Servicio Civil promueve una actuación 
transparente, ética y objetiva de los servidores civiles. Los servidores 
civiles. Los servidores actúan de acuerdo con los principios y valores 
éticos establecidos en la Constitución y las leyes que requieran la 
función pública.  
j) Flexibilidad. El Servicio Civil procura adaptarse a las necesidades 
del Estado y de los administradores.  
k) Protección contra el término arbitrario del Servicio Civil. La 
presente Ley otorga al servidor civil adecuada protección contra el 
término arbitrario del Servicio Civil.  
Como se aprecia, la LSC se inspira en la necesidad de unificar un 
solo régimen laboral para el sector público, en donde los criterios de 
calidad y satisfacción del servicio son estandarizados, y además, 
precisándose la importancia de valorar el mérito y las conductas éticas, 
además de garantizar derechos y protección a servidor o colaborador 
público.  
Esta norma comprende los siguientes aspectos: incorporación al 
servicio civil, gestión de capacidades, gestión de rendimiento y evaluación 
de desempeño, régimen de compensaciones, derechos y obligaciones del 
personal del servicio civil, derechos colectivos, causas de suspensión y 
término del servicio civil, además de otros aspectos relacionados al tipo o 





Ahora bien, como es de esperarse, la LSC ha generado mucha 
resistencia en el Sector Público, por cuanto genera incertidumbre sobre 
los derechos ganados por los trabajadores de planilla, el goce de las 
libertades sindicales y su estabilidad laboral ante un eminente proceso de 
evaluación constante. En esencia, todas estas incertidumbres pueden ser 
superadas si la implementación de este nuevo diseño de gestión del 
recurso humano se realiza con transparencia, o la rigurosidad y 
responsabilidad técnica necesaria, caso contrario siempre existirá el 
riesgo que el proyecto enrumbado se vea distorsionado.  
Si bien esta norma es una gran oportunidad para incorporar al 
sistema del servicio civil a los trabajadores CAS y brindar mejores 
oportunidades para los trabajadores del régimen 276; para el caso de los 
trabajadores del régimen 728, el cual considero es el más atractivo en el 
Sector Público, aparentemente, las condiciones establecidas en la LSC no 
tendría significativas mejoras considerando los beneficios actuales con las 
que gozan. En todo caso, este debe ser un elemento de evaluación 
durante la implementación del proyecto en curso.  
Con posterioridad a la aprobación de la norma sustantiva, con fecha 
13 de junio de 2013, se publicó el Decreto Supremo Nº 040-2014 –PCM 
que aprueba el RLSC, dispositivo legal que precisa el funcionamiento del 
nuevo sistema administrativo de gestión de recursos humanos en el 
Sector Público, cuya rectoría se encuentra a cargo de la Autoridad 
Nacional del Servicio Civil (Servir), la cual tiene entre sus principales 





actividades normativas, supervisoras, sancionadores y de resolución de 
controversias.  
Asimismo, el sistema del servicio civil, comprende a la vez 7 subsistemas 
que han sido determinados según lo siguiente:  
a) Planificación de políticas de recursos humanos, el cuanto esta 
operativizado por dos procesos: i) estrategia, políticas y 
procedimientos; ii) planificación del recurso humano.  
b) Organización del trabajo y su distribución, cuyos procesos son: i) 
diseño de puestos; ii) administración de puestos.  
c) Gestión del empleo, el cual ha sido clasificado en dos grupos: i) 
gestión de la incorporación (selección, vinculación, inducción y 
periodo de prueba); ii) administración de personas (administración 
de legajos, control de asistencia, desplazamiento, procedimientos 
disciplinarios y desvinculación).  
d) Gestión de rendimiento, en donde se identifica el aporte de los 
servidores civiles con los objetivos y metas institucionales.  
e) Gestión de compensación, cuyos procesos son: i) administración 
de compensaciones; ii) administración de pensiones.  
f) Gestión de desarrollo y la capacitación, conformada por los 
procesos de: i) capacitación; ii) progresión de la carrera.  
g) Gestión de relaciones humanas y sociales, cuyos procesos son; i) 
relaciones laborales individuales y colectivas; ii) seguridad y salud 






Según apreciamos, estos subsistemas conforman una cadena de 
procesos que considera desde el momento de la planificación de las 
necesidades de personal hasta el tratamiento de los derechos y seguridades 
de los trabajadores del Sector Público. Por ende, para que el sistema 
funciones, es evidente que los componentes de esta cadena deben 
conservar y anticuarse eficientemente, ya que de cada sub sistema depende 
la estabilidad de los demás. 
Otro aspecto a resaltar es el énfasis a la capacitación del servicio final, 
ya que esta resulta fundamental para potenciar o mejorar las capacidades 
del recurso humano, lo cual evidentemente repercute en la mejora del 
servicio, y representa un incentivo para los trabajadores del Estado. Para tal 
efecto, es necesario que esta capacitación tenga una lógica de sostenibilidad 
y no recaiga en el facilismo de convertirse en programas aislados cuyo 
impacto en la gestión se reduce considerablemente, la opción es construir 
programas y procesos de capacitación para la construcción de 
conocimientos y desarrollo de capacidades.  
Adicionalmente a lo expuesto, fijar como principio del sistema la 
meritocracia, exige establecer mecanismos para que los trabajadores que se 
preocupan por su formación personal y profesional y que asumen el 
compromiso de cooperar en el cumplimiento de los objetivos y metas 
institucionales tengan la oportunidad de crecer en el sistema pública, 
obteniendo mejores beneficios para su satisfacción personal y de su familia, 






De igual modo, el enfocarse en el mérito debería conseguir que los 
nuevos trabajadores del Estado sean seleccionados y captados valorando 
sus capacidades, experiencia y formación profesional. Para ello, es 
necesario que se implementen los mecanismos necesarios para 
garantizar que los procesos de selección de personal no tengan atisbos 
políticos o estén diseccionados hacia determinadas personas, sino que 
generen oportunidades para la incorporación de recursos humanos de 
amplias competencias.  
Por lo demás, el RLSV comprende el reconocimiento de derechos y 
seguridad de los trabajadores. Este tema es uno de los más delicados por 
cuanto su contenido tiene que estar alineado con los preceptos 
constitucionales que reconocen los derechos y garantías de todos los 
trabajadores. A nuestro entender, no existe una flexibilidad significativa de 
dichos derechos, pues ellos deben convivir en un marco de compromiso 
del trabajador con las labores que ejecuta. En todo caso, es obligación del 
Estado diseñar los controles pertinentes a efectos que los trabajadores no 
sean sujeto de abusos o tratos inadecuados.  
En lo particular, consideramos que el sistema del servicio civil está 
construido sobre la base de un esquema que busca ordenar y unificar la 
pluralidad de sistemas laborales en el Perú, así como estandarizar 
derechos, tratamientos y seguridades en paralelo con exigencias de 
calidad, compromiso y desarrollo personal de los servidores del Estado. 
Con ello, se establece un nuevo cimiento para la modernización de la 
gestión pública, ya que el Estado se expresa a través de las personas que 





del recurso humano puede conducir o mejorar la atención del servicio 
público.  
3.8. ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DEL NUEVO SISTEMA ADMINISTRATIVO 
DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA  
La norma legislativa establece una variación en los grupos ocupacionales del 
nuevo régimen del régimen del servicio civil, pero tomando como base lo 
establecido en la Ley Nº 28175, Ley Marco del Empleo Público. Observamos 
en el artículo 3 de la Ley que existen cambios importantes en el grupo 
ocupacionales que estaban establecidos tanto en la Ley Marco del Empleo 
Público (Ley Nº 28175) como en la Ley de la carrera administrativa (Decreto 
Legislativo Nº 276). Así se establecen los siguientes grupos ocupacionales:  
a) Funcionario público. Es un representante político o posee un cargo 
público representativo, que ejerce funciones de gobierno en la 
organización del Estado. Dirige o interviene en la conducción de la 
entidad, así como aprueba políticas y normas.  
b) Directivo público. Es el servidor civil que desarrolla funciones 
relativas a la organización, dirección o toma de decisiones de un 
órgano, unidad orgánica, programa o proyecto especial. También 
comprende a los vocales de los tribunales administrativos.  
c) Servidor civil de carrera. Es el servidor civil que realiza funciones 
directamente vinculadas al cumplimiento de las funciones 





d) Servidores de actividades complementarias. Es el servidor civil 
que realiza funciones indirectamente vinculadas al cumplimiento de 
las funciones sustantivas y de administración interna de una entidad.  
e) Servidor de confianza. Es un servidor civil que forma parte del 
entorno directo e inmediato de los funcionarios públicos o directivos 
públicos y cuya permanencia en el servicio civil está determinada y 
supeditada a la confianza por parte de la persona que la designó. 
Pueden formar parte de este grupo de directivos públicos, servidor 
civil de carrera, o servidor de actividades complementarias. Ingresa 
sin concurso público de méritos, sobre la base del poder discrecional 
con que cuenta el funcionario que lo designa. No conforma un grupo 
y se sujeta a las reglas que corresponden al puesto que ocupa. 
Asimismo, en la secuencia de los cuadros preparados por el 
investigador y autor de la tesis, hacemos un amplio análisis y diferenciación 
de las innovaciones que trae consigo la nueva Ley del Servicio Civil. Entre 
ellos consideramos: 
a) Sistema administrativo de gestión de los recursos humanos. 
b) Grupos ocupacionales. 
c) Competencia para el ejercicio de la potestad o disciplina. 
d) Faltas disciplinarias. 
e) Supuestos que eximen de responsabilidad. 






SISTEMA ADMINISTRATIVO DE GESTIÓN DE RECURSOS 
                                        HUMANOS 









Entidad pública tipo A 
Aquella organización que cuente con personería 
jurídica de derecho público, cuyas actividades se 
realizan en virtud de potestades administrativas y, por 
tanto, se encuentran sujetas a las normas comunes 
de derecho público.  
Entidad pública tipo B 
A aquellos órganos desconcentrados, proyectos, 
programas o unidades ejecutoras conforme a la Ley 
Nº 28411 de una entidad pública Tipo A que, 
atendiendo a su manual de operaciones o documento 
equivalente, cumplan los siguientes criterios:  
a) Tener competencia para contratar, sancionar y 
despedir.  
b) Contar con una oficina de recursos humanos o la 
que haga sus veces, un titular, entendiéndose 
como la máxima autoridad administrativa y/o una 
alta dirección o la que haga sus veces.  
c) Contar con resolución del titular de la entidad 
pública a la que pertenece definiéndola como 
Entidad tipo B.  
Cuando en el presente Reglamento se haga mención 
expresa a entidades, se entenderá indistintamente a 
las entidades públicas Tipo A o Tipo B, salvo que se 
haga mención expresa a alguna de ellas.  
Esta definición se aplica exclusivamente por el 
Sistema Administrativo de Gestión de Recursos 
Humanos y no tiene implicancias para aspectos de 
estructura y organización del Estado ni para otros 
sistemas administrativos o funcionales.  
 
Funciones sustantivas 
Son aquellas directamente vinculadas a la 
formulación, ejecución y evaluación de políticas 
públicas. También lo son aquellas actividades 
normativas, de asesoría técnica y de ejecución 
directamente vinculadas al cumplimiento de los 
objetivos de las entidades, establecidos en el marco 
de sus normas sustantivas.  
 
 
Funciones de administración 
interna 
Son funciones de administración interna aquellas que 
permiten el funcionamiento de la entidad y son el 
soporte para el ejercicio de as funciones sustantivas. 
Son funciones de administración interna las de 
planificación, presupuesto, contabilidad, 
racionalización, organización, recursos humanos, 
sistemas de información y comunicación, asesoría 
jurídica, gestión financiera, gestión de medios 
materiales, abastecimiento, entre otros. Esta lista no 







Perfil de puesto  
Es la información estructurada respecto de la 
ubicación de un puesto dentro de a estructura 
orgánica, misión, funciones, así como también los 
requisitos y exigencias que demanda para que una 
persona pueda conducirse y desempeñarse 
adecuadamente en un puesto.  
Posición  Cada uno de los ocupantes que puede tener un 
puesto con un único perfil.  
Proveedores de capacitación  Son proveedores de capacitación las Universidades, 
Institutos, o cualquier otra persona jurídica o natural, 
pública o privada, con sede en el territorio nacional o 




Es el conjunto de funciones y responsabilidades que 
corresponden a una posición dentro de una entidad, 
así como los requisitos para su adecuado ejercicio. El 
puesto podrá tener más de una posición siempre que 
el perfil de este sea el mismo.  
 
Servicio civil  
Es el conjunto de personas que están al servicio del 
Estado, llamado servidores civiles. Servicio civil 
también son las medidas institucionales por las cuales 
se articula y gestiona el personal al servicio del 
Estado, que debe armonizar los intereses de la 
sociedad y los derechos de las personas al servicio 





Servidor civil  
La expresión servidor civil se refiere a los servidores 
del régimen de la Ley organizados en los siguientes 
grupos: funcionario público, directivo público, servidor 
civil de carrera y servidor de actividades 
complementarias. Comprende, también, a los 
servidores de todas las entidades, 
independientemente a su nivel de gobierno, cuyos 
derechos se regulan por los Derechos Legislativos Nº 
276, Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de 
Remuneraciones del Sector Público, Nº 728, Ley de 
Productividad y Competitividad Laboral, de carreras 
especiales de acuerdo con la ley, a los contratados 
bajo el régimen del Decreto Legislativo Nº 1057, así 
como bajo la modalidad de contratación directa a que 
hace referencia el presente Reglamento.  
 
Titular de la entidad  
Es la máxima autoridad administrativa de una entidad 
pública. En el caso de los Gobiernos Regionales y 
Locales, la máxima autoridad administrativa es el 
Gerente General del Gobierno Regional y el Gerente 












Cuadro Nº 2 
Grupos ocupacionales y la carrera administrativa 
 
D. Ley Nº 11377 
Estatuto y 
Escalafón del 
Servicio Civil 1950 
D. Leg. Nº 276 Ley de 
la Carrera 
Administrativa 1984 
Ley Nº 28175 Ley 
marco del Empleo 
Público 2005  
Proyecto de Ley 
1846/2012-PE, 
Ley del Servicio 
Civil  
Cargos con poder de 
decisión y de 
confianza 
Funcionarios  Funcionarios  Funcionarios 
públicos  




Empleado o contrata Técnicos  Ejecutivos  Servidores de 
carrera 
Empleados adscritos  Auxiliares Especialistas Servidores de 
actividades 
complementaria  
Personal de servicio 
interno 
 Personal de apoyo   
Fuente: Elaborado por el investigador de la tesis. 
 
 
RELACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 
 
Cuadro  Nº 3 
Precisiones con relación a los servicios 
Servicios indispensables (artículo 83) Servicios esenciales (artículo 84) 
Los servicios indispensables no pueden 
ser interrumpidos. Se definen como 
servicios indispensables para la entidad 
aquellos cuya paralización ponga en 
peligro a las personas, la seguridad, la 
conservación de los bienes o impida la 
reanudación inmediata de la actividad 
ordinaria de la entidad pública una vez 
concluida la huelga.  
De igual modo, cuando la huelga afecte los 
servicios esenciales, se deberá garantizar la 
permanencia del personal necesario para 
impedir su interrupción total y asegurar su 
continuidad. Se entiende por tales servicios 
aquellos cuya interrupción pone en peligro la 
vida, la seguridad o la salud de toda o parte 
de la población.  
Los servicios esenciales son:  
Los establecidos en el artículo 83 del Texto 
Único Ordenado de la Ley de Relaciones 
Colectivas de Trabajo, aprobado mediante 
Decreto Supremo Nº 010-2003-TR. 
Los casos en los que se produzca una 
huelga en una actividad no calificada como 
servicio esencial, pero que por su 
prolongación en el tiempo pone en peligro la  
vida, seguridad o salud, de toda o parte de 
la población. 





Deber de continuidad de servicios indispensables y servicios esenciales (artículo 
85) 
En los casos en que la huelga afecte servicios indispensables o servicios esenciales, 
los servidores civiles en conflicto deberán garantizar la permanencia del personal 
necesario para que atienda los servicios mínimos de los servicios indispensables y/o 
de los servicios esenciales.  
Anualmente, el titular de la entidad que preste servicios esenciales comunicará a sus 
servidores civiles u organización sindical que los represente, el número, ocupación y 
horarios de servidores necesarios para el mantenimiento de los servicios mencionados.  
En el caso de que los servidores civiles no atendieran adecuadamente los servicios 
mínimos de los servicios indispensables y/o de los servicios esenciales, las entidades 
podrán contratar temporalmente el reemplazo de dicho personal de acuerdo a lo 
establecido en el numeral 45.2 del artículo 45 de la Ley.  
 
 
Cuadro Nº 4 
Casos particulares de competencia para el ejercicio de la potestad o disciplina  
Cuando se le haya imputado al jefe de 
recursos humanos, o quien haga sus 
veces. 
Instruye el jefe inmediato y sancionar el 
titular de la entidad.  
En los casos de progresión transversal  Corresponde al jefe inmediato, al jefe de 
recursos humanos o al titular de entidad en 
la que se cometió la falta, conforme al tipo 
de sanción a ser impuesta.  
En el caso de los funcionarios  El instructor será una comisión compuesta 
por dos (2) funcionarios de rango 
equivalente pertenecientes al Sector al cual 
está adscrita la Entidad y el Jefe de 
Recursos Humanos del Sector, los cuales 
serán designados mediante resolución del 
Titular del Sector correspondiente. 
Excepcionalmente, en el caso de que el 
Sector no cuente con dos funcionarios de 
rango equivalente al funcionario sujeto a 
procedimiento, se podrá designar a 
funcionarios de rango inmediato inferior.  
En el caso de los funcionarios de los 
gobiernos regionales y locales.  
El instructor es el Jefe inmediato y el 
Consejo Regional y el Concejo Municipal, 
según corresponda, nombra una comisión 









                            FALTAS DISCIPLINARIAS 
Cuadro Nº 5 
Faltas disciplinarias  
Faltas que determinan la aplicación de sanción disciplinaria (artículo 98) 
a) Usar indebidamente las licencias cuyo otorgamiento por parte de la entidad es 
obligatorio conforme a las normas de la materia. No están comprendidas las 
licencias concedidas por razones personales.  
b) Incurrir en actos que atenten la libertad sindical conforme al artículo 51 del 
presente Reglamento. 
c) Incurrir en actos de nepotismo conforme a lo previsto en la Ley y el 
Reglamento.  
d) Agredir verbal y/o físicamente al ciudadano usuario de los servicios  a cargo de 
la entidad.  
e) Acosar moral o sexualmente. 
f) Usar la función con fines de lucro personal, constituyéndose en agravante el 
cobro por los servicios gratuitos que brinde el Estado o poblaciones 
vulnerables.  
g) No observar el deber de guardar confidencialidad en la información conforme al 
artículo 156 K) Del Reglamento.  
h) Impedir el acceso al centro de trabajo del servidor civil que decida no ejercer su 
derecho a la huelga.  
i) Incurrir en actos de negligencia en el manejo y mantenimiento de equipos y 
tecnología que impliquen la afectación de los servicios que brinda la entidad.  
j) Las demás que señale la ley.  
Falta por inobservancia de 
restricciones para ex servidores 
civiles (artículo 99) 
Falta por incumplimiento de la Ley Nº 
27444 y de la Ley Nº 27815 (artículo 100)  
Constituye falta disciplinaria la 
inobservancia por parte de alguno de los 
ex servidores civiles de las restricciones 
previstas en el artículo 241 de la Ley Nº 
27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General.  
También constituyen faltas para efectos de 
la responsabilidad administrativa 
disciplinaria aquellas previstas en los 
artículos 11.3, 12.3, 14.3, 36.2, 38.2, 48 
numerales 4, 7, 49, 55.12, 91.2, 143.1, 
143.2, 146, 153.4, 174.1, 182.4, 188.4, 
233.3 y 239 de la Ley Nº 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General y en 
la previstas en la Ley Nº 27815, las cuales 
se procesan conforme a las reglas 
procedimentales del presente título.  
SOBRE LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
Cuadro Nº 6 
Supuestos que eximen de responsabilidad administrativa disciplinaria (artículo 104) 
a) Su incapacidad mental, debidamente comprobada por la autoridad competente. 
b) El caso fortuito o fuerza mayor, debidamente comprobada. 
c) El ejercicio de un deber legal, función, cargo o comisión encomendada.  
d) El error inducido por la Administración, a través de un acto o disposición confusa o 
ilegal.  
e) La actuación funcional en caso de catástrofe o desastres, naturales o inducidos, que 
hubieren determinado la necesidad de ejecutar acciones inmediatas e indispensables 
para evitar o superar la inminente afectación de intereses generales como la vida, la 
salud, el orden público, etc.  
f) La actuación funciona en privilegio de intereses superiores de carácter social, o 
relacionados a la salud u orden público, cuando, en casos diferentes a catástrofes o 
desastres naturales o inducidos, se hubiera requerido la adopción de acciones 





CLASIFICACIÓN DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS EN EL NUEVO 
RÉGIMEN DEL SERVICIO CIVIL 
Cuadro Nº 7 
Servidores civiles Funciones  Características 
Directivo público  Ejerce funciones de 
dirección, organización de 
recursos y toma de 
decisiones de un órgano, 
proyecto o programa. 
Elegido por concurso público 
de méritos.  
 Pueden ser gerentes 
públicos.  
 Director coordinador 
ejecutivo de un programa 
o proyecto.  
 Vocales de tribunales 
administrativos.  
Servidor de confianza Forma parte del entorno 
directo e inmediato de un 
funcionario público o un 
directivo público.  
Ingresa sin concurso pero 
debe cumplir el perfil. No 
conforma un grupo 
ocupacional:  
 Asesor de ministro. 
 Secretaria de ministro. 
 Asistente o auxiliar.  
Servidor de carrera Ejerce funciones de 
administración, supervisión y 
control, de gestión 
institucional. Presta un 
servicio público.  
Se ingresa por concurso e 
implica una carrera con 
progresión y meritocracia. 
Servidor de actividades 
complementarias  
Realizan labores de soporte, 
complemento, manuales u 
operativas.  
Se ingresa mediante 
concurso público de méritos. 
Pueden ser a plazo fijo o 
indeterminado. Estas 
labores pueden ser 
mercerizadas:  
 Choferes 
 Auxiliares de oficina.  
 
DERECHOS COLECTIVOS DE LOS REGÍMENES GENERALES 
EXISTENTES Y LA LEY Nº 30057 
Cuadro Nº 8 
Conceptos Régimen laboral 
común D. 






Nº 1057 (CAS) 
modificado por 
la Ley Nº 29849 
Ley Nº 30057 
Libertad 
sindical  
Si de acuerdo a la 
Ley de Relaciones 
Colectivas de 
Trabajo  
Si de acuerdo al 
Convenio 151 de 
la OIT 
Si de acuerdo a 
la LRCT 
Si de acuerdo al 
convenio 151 de 
la OIT (art. 41).  
Negociación Si de acuerdo a la Negociación 
colectiva 






colectiva LRCT restringida. 





forma parte de la 
libertad sindical).  
restringida. De 
acuerdo al 




(arts. 42, 43 y 44).  
Huelga Si de acuerdo a la 
Ley de Relaciones 
Colectivas de trabajo.  
Si de acuerdo a la 






forma parte de la 
libertad sindical).  
Si restringida: 15 







Obligatorio 100% de 
aportación a cargo de 
trabajador (11% SPP 
y 13% ONP). 
Obligatorio 100% 
de aportaciones a 
cargo de trabajador 
(11% SPP y 13% 
ONP). Algunos 
servidores todavía 
se encuentra en el 
régimen 
pensionario del D. 
L. Nº 20530. 
Obligatorio 100% 
de aportaciones a 
cargo de trabajador 
(11% SPP y 13% 
ONP). 
Obligatorio 100% 
de aportaciones a 
cargo de trabajador 
(11% SPP y 13% 
ONP). 
Si contempla 
Régimen Nº 20530 
(art. 35 literal h). 




Obligatorio 9% de 
remuneración a cargo 
del empleador sin 
tope 
Obligatorio 9% de 
remuneración a 
cargo de la 
entidad.  
Obligatorio 9% de 
retribución con 
tope de 30% de 





diferencia por la 
entidad).  
Obligatorio 9% de 
remuneración a 
cargo del 
empleador sin tope.  
(art. 35 literal h).  
Fuente: Los cuadros fueron elaborados por el investigador para detallar más 
claramente la nueva estructura y contenido de la nueva Ley del Servicio Civil y 
su diferencia con las normas anteriores que regulan el sector público 
administrativo. 
 
3.9. RESUMEN DE LAS INNOVACIONES DE LA NUEVA LEY DEL 
SERVICIO CIVIL  
En consecuencia, en esta parte concluimos haciendo un resumen de 
algunas de las “innovaciones” de la nueva Ley:  
3.9.1. Sobre el ingreso a la carrera administrativa 
Respecto a ingreso a la carrera administrativa: se crea un “concurso abierto” 





todos; y un “concurso transversal” para los que ya están laborando  (art. 67). 
Lo propio sería que el acceso a todos los puestos fuera por concurso abierto, 
considerando una bonificación en el puntaje por experiencia en la función 
pública.  
3.9.2. Remuneraciones 
En la nueva Ley se les llama “compensaciones” contra el texto de la 
Constitución (art. 24) y con la intención de extraerlas del régimen de 
protección de la remuneración. Las “compensaciones”, que son anuales y 
comprenden catorce mensualidades: doce meses y dos aguinaldos, se 
componen de una parte “principal” aplicable a una familia de puestos, y una 
“ajustada” concerniente al puesto, en función de la entidad, la jerarquía, la 
responsabilidad y el presupuesto (art. 31). Esta parte “ajustada” permitirá 
pagar sueldos a la carta, prescindiendo del principio de igual salario por 
trabajo semejante. La compensación por tiempo de servicios será calculada 
sobre la base de los últimos 36 meses de trabajo (art. 32), y no sobre la base 
de los meses de abril y setiembre de cada año, como en la actividad privada 
(D. Leg. Nº 650, art. 10); y se pagará al término de la relación laboral.  
 
3.9.3 Evaluación del desempeño 
En lanuela Ley se prescribe que será anual y está a cargo de las oficinas de 
recursos humanos de cada entidad; “define la situación de modo irrecurrible” 
y puede llevar a la terminación del vínculo laboral (art. 25). Una evaluación 
subjetiva y sin el control de las organizaciones de trabajadores llevará a 






3.9.4 Amonestación, suspensión y destitución 
La aplicación de estas sanciones está a cargo del jefe inmediato, del jefe de 
recursos humanos, del titular de la entidad y del Tribunal del Servicio Civil 
(art. 92), y los procesos disciplinarios serán de cuenta de los jefes indicados, 
y no de una comisión disciplinaria de la que debe formar parte un 
representante de los trabajadores, como dispone el Reglamento del D. Leg. 
Nº 276. Sin esta garantía, imperará la arbitrariedad de los jefes disfrazada 
con procesos disciplinarios a cargo de empleados complacientes. Se prevé 
que la suspensión será de hasta 365 días (art. 90): Una enormidad. 
3.9.5 Traslado de trabajadores sujetos a los decretos legislativos 
276 y 1057 al nuevo régimen 
Se le hace optativo y previo concurso de méritos; no se les reconoce la 
antigüedad e ingresan como nuevos (4ª DTC), lo que es abusivo. A los 
trabajadores del D. Ley Nº 20530, que decidan pasarse al nuevo régimen, se 
les hace perder su inclusión en este D. Ley, infringiendo la 1ª DFT de la 
Constitución. De ellos, quedan muy pocos y todos con más de 30 años. ¿Por 
qué ensañarse con ellos? 
 
3.9.6 Sindicalización 
Se reconoce el derecho de sindicación “con fines de defensa de sus 
intereses”, pero se añade una finalidad inadmisible consistente en 
“coadyuvar en el propósito de mejora continua del servicio al ciudadano y de 
no afectar el funcionamiento eficiente de la entidad o la prestación del 
servicio” (art. 41), una clara limitación del derecho de huelga, contraria la 






Se le reconoce solo para “la mejora de las compensaciones no económicas” 
(art. 43), con lo cual se le elimina, en la práctica, ya que su objeto 
fundamental es la mejora de las remuneraciones (Convenio OIT 151, art. 7). 
El peligro de peticiones solo podrá ser presentado entre el 1 de noviembre y 
el 30 de enero (art. 44), periodo muy restrictivo, porque, el Presidente de la 
República debe enviar el proyecto de presupuesto a más tardar el 30 de 
agosto (Const. Art. 78).  
3.9.8 Derecho de huelga 
Se le admite solo en el caso del término de la negociación colectiva o la 
mediación, y no por otras causas, por ejemplo, la violación de las leyes y los 
convenios colectivos, una restricción contraria ala Constitución (arts. 28 y 
42). Además, se considera falta grave el “impedir el funcionamiento del 
servicio público” (art. 85-e) y se faculta a la entidad pública a contratar 
personal temporal en casos de huelga (esquiroles, art. 45-2), lo que está 
prohibido por la Constitución (arts. citados) y por el Reglamento de la Ley de 
Relaciones Colectivas del Trabajo, aplicable también en el sector público 
(art. 70; Ley RCT, art. 86; Ley Nº 27626, art. 8-1). En otros términos, se 
prohíbe la huelga, y la sanción puede ser el despido. Según algunas 










PRIMERA. Según la Constitución de 1993, todos los funcionarios y 
trabajadores públicos están al servicio de la Nación. El Presidente de 
la República tiene la más alta jerarquía en el servicio a la Nación y, 
en ese orden, los representantes al Congreso, ministros de Estado, 
miembros del Tribunal Constitucional y del Consejo de la 
Magistratura, los magistrados supremos, el Fiscal de la Nación y el 
Defensor del Pueblo, en igual categoría; y los representantes de 
organismos descentralizados y alcaldes, de acuerdo a ley. La norma 
establece el principio de que los funcionarios y trabajadores públicos 
están al servicio de la Nación. Estos trabajadores deben servir a ese 
objetivo: la actividad del Estado, en orden a la atención de los 
intereses del país y de la población. 
SEGUNDA. Según los principios constitucionales y la ley, los servidores 
públicos no deben ser entendidos como trabajadores al servicio de 
un partido, de una facción, o siquiera de su jefe, sea éste el Ministro, 
el Presidente del Congreso, de la Corte Suprema o el propio 
Presidente de la República. Tales servidores están al servicio de la 
nación. La ley regula el ingreso a la carrera administrativa, y los 
derechos, deberes y responsabilidades de los servidores públicos.  
TERCERA. No están comprendidos en dicha carrera los funcionarios que 
desempeñan cargos políticos o de confianza. Ningún funcionario o 
servidor público puede desempeñar más de un empleo o cargo 





No están comprendidos en la función pública los trabajadores de las 
empresas del Estado o de sociedades de economía mixta. Es 
obligación la publicación periódica en el diario oficial de los ingresos 
que, por todo concepto, perciben los altos funcionarios, y otros 
servidores públicos que señala la ley, en razón de sus cargos 
CUARTA.   En el Estado Constitucional y Democrático, el servicio público, y los 
sistemas de servicio civil, son piedra angular de los sistemas 
políticos democráticos, porque constituyen uno de los pilares de la 
comunicación entre los gobernantes y gobernados: el servicio 
público es el puente que comunica a los ciudadanos con el gobierno; 
es el vehículo para asegurar que las respuestas gubernamentales 
sean eficaces; es coadyuvante de la legitimidad democrática en los 
aspectos de legitimidad, civilidad, participación, logro del bienestar y 
las formas de cooperación social.  
QUINTA. En la aplicación de la nueva Ley del Servicio Civil, no se puede 
aplicar principios, normas o reglas específicos de otros regímenes 
como los del Decreto Legislativo Nº 276, Decreto Legislativo Nº 728, 
Decreto Legislativo Nº 1057 y entre otros, ni de las carreras 
especiales, salvo remisión expresa prevista en la Ley y su 
reglamento. El Servicio civil comprende a todos los servidores civiles 
que brindan servicios en toda entidad del Estado 
independientemente de su nivel de gobierno y del régimen en el que 
se encuentran. 
SEXTA.  De acuerdo a la nueva Ley, el servicio civil se basa en el mérito. El 





personas idóneas, en virtud de sus habilidades, aptitudes y 
capacidades. En consecuencia, el mérito es el fundamento en los 
procesos de selección, progresión en la carrera y evaluación de 
desempeño, así como en la gestión de la capacitación, gestión del 
rendimiento y la permanencia en el servicio civil. El mérito en 
evaluación se demuestra en función de los aportes del servidor a los 
objetivos de la entidad.  
SÉTIMA. Asimismo, la nueva Ley, el servicio civil se basa en la igualdad de 
oportunidades. Ello es esencial para la incorporación y progresión de 
los servidores, implica que, en mérito de ello, cualquier  persona 
interesada en un puesto en una entidad pública en el caso de la 
incorporación y cualquier servidor civil de carrera, en el caso de la 
progresión, puede postular en igualdad de condiciones en los 
procesos de selección, siempre que cumpla con las condiciones 
generales para la postulación y los requisitos del perfil del puesto 
vacante.  
OCTAVA. El servicio civil se orienta, a través de la aplicación de las mejores 
prácticas y mejora continua en los procesos de cada entidad, a la 
obtención de los resultados y metas programados que redunden en 
la mejora de la calidad de las actividades, acciones y servicios del 
Estado que corresponden a la ciudadanía. Es decir, se requiere un 








PRIMERA. El fortalecer el sistema de recursos humaos en el Sector Público, 
resulta fundamental para la modernización de a gestión pública, 
pues una adecuada planificación, selección y gestión repercute 
considerablemente en la atención del principal cliente de la 
Administración Pública, los administradores.  
 
SEGUNDA. La reforma del servicio civil, representa una valiosa oportunidad 
para ordenar el sistema de los recursos humanos en el ámbito 
público. No obstante ello, es obligación del Estado establecer los 
controles necesarios que garanticen eliminar el abuso o 
intromisiones distintas a los aspectos técnicos y metodológicos 
propios del sistema.  
 
TERCERA. Con la aprobación del Ley de Servicio Civil,  las entidades del 
Estado deben asumir el reto de realizar una adecuada planificación 
de sus recursos humanos e incorporar metodologías de trabajo e 
incentivos que promueven el ingreso, retención y reconocimiento de 
los trabajadores con altos potenciales y comprometidos con los fines 
y objetivos de la Administración (talento humano). 
 
CUARTA. Estricto cumplimiento de los derechos constitucionales respecto a 
los derechos de los servidores públicos. 
 





SEXTA.  Cumplimiento de la jurisprudencia vinculante sobre los derechos de 
los servidores públicos y sus relaciones con el Estado. 
 
SETIMA. Respeto por la igualdad de los trabajadores del sector público con los 
del sector privado establecidos por la OIT. 
 
OCTAVA. Mejora de las condiciones de trabajo de los servidores del sector 






























1. AGUILERA, Rina. “Reflexiones de la profesionalización del servicio 
público en el ámbito municipal” en: Gobierno del Estado de México, 
Secretaría de la Contraloría, Control Gubernamental: el servicio público 
de carrera en los órganos de control estatales y municipales. México, 
año VII, num. 15, enero –junio, 1999. 
2. ALONSO GARCÍA, Manuel. Derecho del Trabajo. Tomo I. Barcelona, 
1960.  
3. ALVAREZ MONTERO, Antonio.”La prueba en el proceso laboral”. EN: 
Temas Actuales de Derecho Laboral. Normas Legales, Trujillo, 2005. 
4. ARÉVALO VELA, Javier. Derecho Procesal del Trabajo. Lima, Grijley, 
2007. 
5. BALBÍN, Edgardo. Unilateralismo y negociación colectiva en la 
Administración Pública, PUCP, Lima, 2005. 
6. BENAVENTE CHORRES, Hesbert y CALDERÓN VALVERDE, 
Leonardo. Delitos de corrupción de funcionarios. Gaceta Jurídica, Lima, 
2012. 
7. BERNALES BALLESTEROS, Enrique. La Constitución de 1993, veinte 
años después. 6ª Ed. Lima, IDEMSA, 2012. 
8. CEPAL, Gestión pública por resultados y programación plurianual. 
Santiago de Chile, 2003. 
9. DONAIRE SÁNCHEZ, Pedro. “Los sucedáneos de los medios 





10. ELÍAS MANTERO, Fernando. Derecho laboral y relaciones colectivas de 
trabajo. Lima, Juristas Editores, s/a. 
11. GONZALES RAMÍREZ, Luís Álvaro. El contrato de trabajo y sus 
modalidades. Lima, Gaceta Jurídica, 2016.  
12. HARO CARRANZA, Julio Enrique. Derecho laboral en la administración 
pública. 2ª Ed. Lima, Ediciones Legales, 2012. 
13. Legislación: 
a) Nº 30057 
b) Decreto Legislativo 276. 
c) Decreto Legislativo 728. 
d) Decreto Legislativo 1057. 
e) Decreto Supremo Nº 005-90-PCM. 
14. ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT). Libertad 
sindical y negociación colectiva. Ginebra, 1994. 
15. ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DE TRABAJO. “La libertad sindical: 
recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical 
del Consejo de Administración de la OIT”, párr. 628-631. Disponible en 
http://ilo.org.wcmsp5/groups/public/-ed_nom/-
normes/documents/publication/wcms_090634.pdf. 
16. PAREDES PALACIOS, Paúl. Prueba y presunciones en el proceso 
laboral. Lima, Ara Editores, 1997. 
17. PAREDES INFANZON, Jelio. Nueva Ley Procesal del trabajo. 2ªEd. 
Lima, San Marcos, 2000. 
18. GONZALO DIÉGUEZ. Lecciones del Derecho de Trabajo. Madrid, 





19. NEVES MUJICA, Javier. Introducción al Derecho laboral. Lima, PUCP, 
2000. 
20. PASCO COSMÓPOLIS, Mario. Fundamentos del Derecho Procesal del 
Trabajo. Lima, EELE, 1997. 
21. PLÁ RODRIGUEZ, Américo. Los principios del Derecho de Trabajo. 3ª 
Ed. Buenos Aires, Ediciones de Palma, 1998. 
22. RUÍZ CASTRO y otros. “Aproximación teórica a la planeación 
estratégica de los recursos humanos en el Sector Público”. En: 
Administración & desarrollo. Escuela Superior de la Administración 
Pública de Colombia, vol. 39, Nº 54, 2011. 
23. SÁNCHEZ MORÓN, Miguel. Derecho de la función pública. 2ªed. 
Tecnos, 1997. 
 
 
 
 
 
 
 
 
